
 

 

Que expide la Ley General de Sociedades Cooperativas, suscrita por el 
diputado Benjamín Robles Montoya e integrantes del Grupo 
Parlamentario del PT 

Los suscritos, diputadas y diputados Benjamín Robles Montoya, Maribel 
Martínez Ruiz, Margarita García García, Claudia Domínguez Vázquez y Emilio 
Manzanilla Téllez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo 
a la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y por los artículos 77, 78 y 102, numeral 2, del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a la consideración de esta 
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
expide la Ley General de Sociedades Cooperativas. 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del problema 

El desarrollo del cooperativismo ha sido incesante e intenso en las últimas tres 
décadas, con alcances visiblemente positivos en inversión, empleos e ingresos 
en más de 100 países, ya que el 14. 3 por ciento de una población mundial 
aproximada de 7,000 millones, trabaja en una organización cooperativa y 
mutualista que atiende diversas necesidades económicas, sociales y culturales. 

Las cooperativas en el mundo contribuyen de forma determinante a un 
desarrollo económico integral, pues la riqueza que se genera se distribuye entre 
los cooperativistas de una manera más equitativa, multiplicando 
significativamente el número de empleos y generando importantes ahorros para 
las economías de las familias. 

Se trata de un modelo de desarrollo económico y social más justo, porque las 
responsabilidades y los beneficios se reparten de manera democrática y con 
criterios de solidaridad y generosidad humanas. 

En México operan miles de cooperativas, en su mayoría de consumo y 
producción de bienes, y participan en ellas más diez millones de personas, que 
se topan con escaso acceso al financiamiento público y privado, lo cual 



 

 

obstaculiza su funcionamiento, lo que lleva a este sector a estar rezagado 
respecto de otros países latinoamericanos. 

Aunque no se tienen cifras sobre la contribución de las cooperativas al PIB 
mexicano, se ha podido medir que, en 17 de los 32 estados, 200 instituciones 
autogestionarias muestran un peso relativo de importancia en el desarrollo 
regional. 

México necesita redoblar el esfuerzo para fortalecer el mercado interno y otros 
objetivos, apoyándose en una estrategia de abierta participación solidaria. 

La ausencia de una política social no asistencialista, apremia a dar atribuciones 
legales a la población socialmente organizada para que pueda constituirse en 
agente transformador de cambios, en funciones como la producción y el 
consumo, y la promoción del ahorro y el crédito cooperativo nacional. 

Este proyecto de Ley General de Sociedades Cooperativas amalgama la 
necesaria vinculación de México con el exterior en un conjunto de toma de 
decisiones obligatoriamente globales. 

La modalidad jurídica de una Ley General de Cooperativas, ha dado lugar a la 
identificación de cooperativas de todo tipo: urbanas y rurales, primarias y 
secundarias, bajo la jurisdicción de una sola autoridad gubernamental. 

Dicha medida evita la fragmentación del propio movimiento cooperativo, que 
ocurre cuando se registran cooperativas diseminadas en diversas leyes bajo la 
supervisión de diferentes autoridades. 

Una legislación cooperativa, como ocurre con la de cualquier legislación, no es 
estática, sino que evoluciona para reflejar los cambios que se producen en las 
condiciones económicas, sociales y políticas de un país. 

La legislación mexicana de 1994 y sus reformas posteriores han avanzado de 
forma sistemática en la norma institucional y definición del modelo cooperativo, 
pero sin abandonar una visión netamente mercantil pero hoy se necesita que las 
cooperativas se extiendan al papel de impulsar el desarrollo nacional. 



 

 

El libre mercado no ha podido remontar los desequilibrios inherentes y los 
márgenes de maniobra para elevar el nivel de bienestar de los mexicanos son 
cada vez más estrechos. 

En el articulado de este proyecto Legislativo se rescata y prevalece la razón 
implícita de aminorar y reducir los programas asistenciales de bienestar para 
impulsar la multiplicación popularizada de participación social en cooperativas 
como una política central del Estado mexicano que tienda a beneficiar a miles, 
tal vez a millones de socios y sus comunidades. Y, por ende, sus efectos 
valorados tanto en una dimensión macroeconómica como de justicia social, sean 
altamente positivos para el presente y futuro del país. 

La propuesta de esta Ley General de Sociedades Cooperativas tiene el propósito 
fundamental y estratégico de que las cooperativas se constituyan en motor del 
crecimiento de México, con los siguientes planteamientos novedosos: 

• Las organizaciones se rigen por el derecho social, por lo que se elimina 
cualquier tipo de regulación mercantil. 

• Una sola autoridad federal responsable de encauzar las políticas de fomento 
cooperativo en todo la República, sin consigna partidista alguna. 

• La simplificación administrativa para el registro, la autorización y el 
funcionamiento de las sociedades cooperativas. 

• La autonomía de gestión y libertad plena de asociación de las cooperativas 
en cumplimiento de sus objetivos y valores. 

• La promoción y establecimiento de convenios y normas de colaboración, 
intercambio y asistencia con sociedades cooperativas. 

• Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo se constituyen en agentes 
financieros para impulsar el desarrollo del movimiento cooperativista 
nacional. 

• La reforma al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para incorporar la figura de fomento cooperativo, como una de las 
tareas sustantivas de los gobiernos municipales. 



 

 

• Se incorpora al Ramo General el Fondo “Aportaciones para el Fomento 
Cooperativo”, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal. 

• Una política fiscal que atienda el desarrollo integral de las cooperativas. 

• La educación cooperativa en planes y programas, en los niveles medio 
superior y superior. 

• Las organizaciones cooperativas están basadas precisamente en fomentar la 
libre asociación de los seres humanos, con fines económicos y sociales, 
apoyados en los valores de solidaridad, iniciativa y responsabilidad. 

Es deber de todo Estado nacional, legislar y definir las políticas públicas que 
faciliten e impulsen la creación y fortalecimiento de cooperativas, así como la 
de los demás tipos de empresas que caracterizan a la economía social. 

Esta estrategia social no solamente protege las fuentes de empleo existentes y 
facilita la creación de nuevas, incrementa la demanda de bienes y servicios y 
fortalece los mercados internos, sino además y muy especialmente, genera 
formas autogestivas de producción, consumo y financiamiento, factores tan 
esenciales en una época en que los recursos son limitados y deben usarse con 
inteligencia y mesura. 

Lo anterior podrá obtenerse de manera estable y consistente si esta Soberanía 
decreta una legislación orientada al hito de una democracia participativa que 
propenda a mejorar los niveles de vida de la sociedad y a inducir una política 
alternativa de desarrollo económico y social, responsable y sustentable. 

La Ley que se presenta queda asentada en una relación de Derecho Público 
Cooperativo con reglas aplicables a todo el entorno social, con un enfoque 
universal de cooperativismo moderno actualizado y el compromiso 
irrenunciable del Estado mexicano de observancia y acatamiento. 

Argumentos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la fracción XXIX-
N de su artículo 73 establece, no sólo la competencia federal en la expedición de 
esta Ley, sino además señala claramente su objeto, que debe ser: expedir leyes 
en materia de constitución, organización, funcionamiento y extinción de las 



 

 

sociedades cooperativas. Establecer las bases para la concurrencia en materia de 
fomento y desarrollo sustentable de la actividad cooperativa de la Federación, 
Estados y Municipios, así como de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 

La base normativa de esta Ley es el derecho cooperativo que se sustenta en 
normas propias derivadas y las de Derecho Constitucional, de donde emanan las 
leyes secundarias de derecho administrativo, Agrario, Laboral, Civil, Mercantil 
y Fiscal, principalmente. 

El derecho cooperativo nace entonces de las garantías y derechos humanos de 
libertad de trabajo y asociación consagrados en los artículos 5º y 9° de la 
Constitución que sustenta la libertad de toda persona para dedicarse a la 
actividad que más le acomode y que este derecho puede ser limitado solamente 
por decisión de una autoridad judicial, así como de asociarse libremente con un 
fin lícito. 

En este sentido las normas de derecho cooperativo son constitutivas del sector 
social al que se refieren los párrafos cuarto y séptimo del artículo 25 
constitucional que a su vez generan los derechos de organizarse 
económicamente para facilitar la organización y la expansión de la actividad 
económica de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, 
comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los 
trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la 
producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente 
necesarios. 

Es por ello que artículo 28 constitucional en su párrafo octavo consagra a las 
cooperativas en su función de actividades prioritarias no monopólicas al amparo 
de la Federación o los Estados, así no constituyen monopolios las asociaciones 
de trabajadores formadas para proteger sus propios intereses y las asociaciones 
o sociedades cooperativas de productores para que, en defensa de sus intereses o 
del interés general, vendan directamente en los mercados extranjeros los 
productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza de la 
región en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad. 

El artículo 73, fracción XXIX-N de nuestra Carta Magna señala que el 
contenido de esta norma debe ser principalmente: Promover la concurrencia de 



 

 

la Federación, Estados y Municipios, así como la de la Ciudad de México, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, en materia de fomento y desarrollo 
sustentable de la actividad cooperativa, una de las bases centrales de la presente 
Ley. 

El derecho administrativo guarda con el derecho cooperativo, una relación de 
ordenación racional de los asuntos públicos, principalmente en los ámbitos del 
Ahorro y el Préstamo y los de la Economía Social y Solidaria, en el marco de 
los preceptos constitucionales y de las normas legislativas vigentes en el orden 
federal que regulan la relación cooperativa con la organización y el cometido de 
los poderes públicos. 

Esta Ley tiene el propósito de desplazar las normas administrativas vigentes en 
el ámbito cooperativo que tienen un contenido rígido y de imposición 
jerárquica, hacia a un derecho cooperativo de objetivos consensado, tutelando 
que los medios de ejecución forzosa armonicen y se complementen con las 
estrategias de convencimiento y persuasión de naturaleza normativa social. 

Las diversas instituciones de la Administración Pública, deberán atender el 
propósito de ejercitar sus actividades en el marco del derecho cooperativo con el 
fin de lograr una autonomía democrática en el ejercicio de las actividades 
constitucionalmente respaldadas. 

Con el propósito de promover el desarrollo rural cooperativo y de conformidad 
con el artículo 27, fracción XX, las sociedades cooperativas agrarias, junto con 
las de consumidores y productores de bienes y servicios, podrán abastecerse o 
suministrarse de terceros de productos o servicios que les sean necesarios para 
sus actividades agropecuarias y forestales para el óptimo uso de la tierra, no 
solamente como destinatario final, sino que tendrán la condición de mayoristas 
y podrán detallar como minoristas en la distribución y venta de sus productos. 

La actividad cooperativa, por su gran capacidad generadora de empleos debe 
actuar en concordancia con las normas laborales para no ser vista como una 
alternativa para su incumplimiento, ni planteando una falsa contradicción entre 
ambos órdenes jurídicos así en correspondencia a la normatividad 
constitucional, debe legislarse para que los postulados Constitucionales, como el 
establecido en el artículo 123, fracción XXX, que considera de utilidad social a 
las sociedades cooperativas para la construcción de casas baratas e higiénicas, 



 

 

destinadas a ser adquiridas en propiedad, por los trabajadores en plazos 
determinados. 

La originaria naturaleza de derecho privado de las sociedades cooperativas que 
en la legislación civil las reconoce como personas morales con capacidad de 
ejercicio para realizar el objeto de su institución de acuerdo a su escritura y 
bases constitutivas. 

Por ello, es menester hacer hincapié en que, de acuerdo a la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, las sociedades cooperativas son regidas por una 
legislación especial que las considera como una empresa de propiedad conjunta 
y de gestión democrática y social, distintas en sus conceptos, principios y 
caracteres a las organizaciones mercantiles con fines de lucro. 

Ello tiene una historia, pues en el periodo 1927-1933 se produjeron incipientes 
intentos por darle base jurídica al cooperativismo en México, por eso la primera 
Ley General de Sociedades Cooperativas con un enfoque social fue promulgada 
por Lázaro Cárdenas el mismo año de la expropiación petrolera, la cual tuvo 
vigencia hasta 1994 cuando fue indispensable aprobar una ley que empatara con 
la exigencia mundial de mercados abiertos. 

La apertura comercial y financiera de nuestro tiempo, las nuevas premisas y 
paradigmas del cooperativismo internacional demandan mayores esfuerzos 
comunes para solucionar los problemas de alta responsabilidad democrática y 
compromisos de igualdad, justicia y libertad. 

Fundamentos legales 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los artículos 77, 78 y 102 
numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a la 
consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General de Sociedades 
Cooperativas 

Artículo Único. Se expide la Ley General de Sociedades Cooperativas para 
quedar como sigue: 



 

 

Ley General de Sociedades Cooperativas 

Título I  
Organización, Funcionamiento y Regulación 

Capítulo Único  
Disposiciones Generales 

Artículo 1 . Objeto de la Ley 

La presente Ley es de interés público y de observancia general en toda la 
República Mexicana y tiene por objeto: 

I. Normar la constitución, organización, funcionamiento y extinción de las 
cooperativas; 

II. Establecer las bases para la concurrencia en materia de fomento, 
financiamiento y desarrollo sustentable de la actividad cooperativa de la 
Federación, los Estados y los Municipios, así como de la Ciudad de México, 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2. Garantías 

Las instituciones de la República garantizarán la libertad y autonomía de las 
sociedades cooperativas en áreas económicas no reservadas como actividad 
exclusiva del Estado Mexicano. 

Sus disposiciones son de orden público y de interés social en toda la República. 

Artículo 3. Concepto de cooperativa 

La sociedad cooperativa, está compuesta por personas que se han unido de 
forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, 
sociales y culturales en común mediante una empresa de propiedad conjunta y 
de gestión democrática. Está fundada en los valores de esfuerzo propio y ayuda 
mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad, y una ética 
fundada en la honestidad, transparencia, responsabilidad social e interés por los 
demás. 



 

 

Las cooperativas pueden dedicarse libremente a la realización de actividades 
económicas de producción, distribución y consumo de bienes y servicios, de 
ahorro y préstamo, y mutuales, mediante una empresa de propiedad compartida 
y democráticamente gobernada. 

Artículo 4. Principios 

Las cooperativas deben observar en su funcionamiento los siguientes principios: 

I. Libertad de asociación y retiro voluntario de los socios; 

II. Aportación económica equitativa para su formación y desarrollo; 

III. Administración democrática, independiente y autónoma; 

IV. Distribución de rendimientos en proporción a la participación de los 
socios; 

V. Fomento de la educación y capacitación cooperativa solidaria; 

VI. Información sobre las cooperativas y sus resultados; 

VII. Cooperación, ayuda, promoción y fomento entre las sociedades 
cooperativas; 

VIII. Respeto individual a todo tipo de preferencias sexuales, políticas y 
religiosas; 

IX. Transparencia y rendición de cuentas a la sociedad y a sus socios; 

X. Preocupación efectiva por la comunidad a la que sirven, y 

XI. Protección al medio ambiente en sus procesos productivos y de servicios. 

Las cooperativas establecerán en sus raíces constitutivas las formas específicas 
bajo las cuales instrumentarán estos principios. 

Artículo 5 . Contenido del acta constitutiva 

En la constitución de las cooperativas quedarán asentados por lo menos: 



 

 

I. Número de socios y capital ilimitado y variable; 

II. Plazo de duración indefinido; 

III. Independencia religiosa, racial y de partidos políticos; 

IV. Igualdad de derechos y obligaciones entre sus integrantes; 

V. Un voto por cada socio, independientemente de sus aportaciones; y 

VI. Los fondos de reserva como irrepartibles. 

Artículo 6. Actos cooperativos 

Son actos cooperativos los que tienen las siguientes características: 

I. Aquellos cuyo contenido proviene de los usos y las costumbres de las 
personas que los desarrollen y que las partes en ellos implicados decidan 
someterlos a la regulación y privilegios de esta Ley; 

II. Aquellos cuya característica proviene de la Ley, independientemente de las 
personas que los realicen y que tengan por objeto: 

a) Alguno de los señalados en esta Ley, en las disposiciones que sobre ella 
se establezcan, así como todas las acciones de gobierno en materia 
cooperativa; 

b) Los que revistan formas que la legislación exige calificarlos de 
cooperativos, incluyendo los incorporados o derivados de los certificados 
de aportación; 

III. Aquellos cuyo fin sea participar en el mercado cooperativo; y 

IV. Aquellos que se deriven de otros actos cooperativos, siempre que las 
partes que los generen pacten expresamente someterlos a las prevenciones 
que establece esta Ley. 

Artículo7. Prestación de servicios a terceros 



 

 

Las cooperativas pueden prestar servicios propios de su objeto social a no 
socios, en los términos de sus bases constitutivas, pero dichos servicios no 
podrán otorgárseles en condiciones más favorables que a los socios. 

Artículo 8. Registro 

A partir del momento de la firma de su acta constitutiva, las sociedades 
cooperativas contarán con personalidad jurídica. 

Artículo 9 . Modalidades 

Conforme con su naturaleza las cooperativas pueden ser: 

I. De consumo, o de abasto y distribución de bienes y servicios; 

II. De producción de bienes o servicios; 

III. De ahorro y préstamo, y 

IV. Mutuales. 

Artículo 10 . Actividades 

Las cooperativas pueden realizar toda clase de actividades lícitas, excepto las 
reservadas constitucionalmente a los organismos del Estado en funciones de 
Derecho Público. 

Artículo 11 . Denominación 

La denominación social debe incluir el vocablo “Sociedad Cooperativa o su 
abreviatura” con el agregado de las palabras o abreviaturas que corresponda a su 
responsabilidad. 

Artículo 12. Restricciones 

Queda prohibido el uso de la denominación “sociedad cooperativa” a entidades 
no constituidas conforme a la presente Ley. 

Las personas o sociedades mercantiles que simulen constituirse en sociedades 
cooperativas, o bien utilicen indebidamente las denominaciones alusivas a las 



 

 

mismas, serán nulas de pleno derecho y estarán sujetas a las sanciones que 
establezcan las leyes judiciales respectivas. 

Artículo 13 . Asociación con otras personas jurídicas 

Las cooperativas pueden asociarse con personas de otro carácter jurídico a 
condición de que sea conveniente para su objeto social y que no desvirtúen su 
propósito de servicio, ni transfieran a terceros, beneficios legales que les fueran 
propios. 

Artículo 14 . Transformación 

Las cooperativas no pueden transformarse en entidades de otra naturaleza 
jurídica. Es nula toda decisión en contrario y compromete la responsabilidad 
personal de quienes la adopten. 

Artículo 15 . Solución de Controversias 

La Conciliación es uno de los mecanismos previstos legalmente para resolver 
los conflictos que se planteen entre cooperativas o entre éstas y sus socios o 
asociados, dicho mecanismo es competencia del Consejo Superior del 
Cooperativismo. 

La conciliación cooperativa, que es previa y voluntaria, deberá ejercitarla el 
reclamante antes de acudir a los tribunales. 

Lo acordado en conciliación tendrá efecto de sentencia judicial obligatoria para 
las partes y ejecutiva para los tribunales, si las partes no lograsen conciliarse, 
podrán hacer uso de las acciones que les correspondan. 

Artículo 16 . Definiciones 

Para efectos de la presente Ley se entenderá por: 

Confederación Nacional Cooperativa: Una agrupación no inferior a diez 
federaciones o uniones de cooperativas sin importar la proporción, con 
presencia en por lo menos diez entidades federativas; 



 

 

Consejo Superior del Cooperativismo: Organismo de integración para la 
representación del sistema cooperativo en toda la República; 

Empleo: Derecho humano consagrado como garantía social por el artículo 
123 Constitucional y la Ley Federal del Trabajo, de dedicarse libremente a la 
profesión, industria, comercio o trabajo socialmente útil y de forma 
remunerada; 

Federación de Cooperativas: Una agrupación de sociedades cooperativas de 
la misma rama de actividad económica; 

Movimiento Cooperativo Nacional: Todas las organizaciones cooperativas e 
instituciones de asistencia técnica del cooperativismo; 

Organismos de Integración Cooperativa: Las federaciones, uniones, 
confederaciones y el Consejo Superior del Cooperativismo; 

Secretaría: La Secretaría de desarrollo Social; 

Sector cooperativo: Población que desarrolla o es beneficiada por los actos 
cooperativos; 

Sistema Cooperativo. Estructura económica, social y jurídica que integran las 
sociedades cooperativas y sus organismos de representación, integración y de 
articulación; 

Sociedad Cooperativa. Forma de organización social integrada por personas 
con base en intereses comunes y en los principios de solidaridad, esfuerzo 
propio y ayuda mutua, con el propósito de satisfacer necesidades individuales 
y colectivas de naturaleza económica, social y cultural, a través de empresas 
de propiedad conjunta y gestión democrática; 

Socio: La persona o personas que participen en la formación y desarrollo de 
una cooperativa, sociedad y organización cooperativa; 

Unión de Cooperativas: Una agrupación de sociedades cooperativas de 
distintas ramas de actividad económica. 



 

 

Título II  
Derecho Público Cooperativo 

Capítulo I  
Bases Normativas 

Artículo 17. Concepto general 

El derecho cooperativo es un conjunto de normas especiales, de jurisprudencia, 
doctrina y costumbres basadas en los principios que determinan y regulan la 
actuación de las organizaciones cooperativas y las personas que en ellas 
participan. 

Las cooperativas se regirán por las disposiciones de esta Ley y el contenido de 
sus normas reglamentarias y en general por el Derecho cooperativo. 

En materia de fomento cooperativo serán aplicables las normas de Derecho 
económico y, en sus relaciones de Derecho privado, supletoriamente se regirán 
por el Derecho común en cuanto fuera compatible con la naturaleza social de las 
cooperativas. 

Artículo 18. Plataforma constitucional 

En cuanto al Derecho público cooperativo, las sociedades cooperativas y sus 
organismos de representación, integración y de articulación quedan supeditados 
a los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
las leyes que de ella emanen. 

Artículo 19. Sistema jurídico mexicano 

La base normativa de esta Ley es el Derecho cooperativo que se sustenta en el 
Derecho Constitucional y las leyes secundarias de derecho administrativo, 
Agrario, del Trabajo, Civil, Mercantil y Fiscal. 

I. Esta Ley establece que el derecho cooperativo se sustenta en la libertad de 
toda persona para dedicarse a la actividad que más le acomode y que este 
derecho puede ser limitado solamente por decisión de una autoridad judicial. 



 

 

A las personas les asistirá el Derecho de organizarse económicamente 
mediante los mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la 
actividad económica del sector social, de los ejidos, organizaciones de 
trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que pertenezcan 
mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las 
formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Las cooperativas ejercen actividades prioritarias no monopólicas al amparo 
de la Federación o los estados, no constituyen monopolios las asociaciones de 
trabajadores formadas para proteger sus propios intereses y las asociaciones o 
sociedades cooperativas de productores para que, en defensa de sus intereses 
o del interés general, vendan directamente en los mercados extranjeros los 
productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza de 
la región en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad, 
siempre que dichas asociaciones estén bajo vigilancia o amparo del Gobierno 
Federal o de los Estados, y previa autorización que al efecto se obtenga de las 
legislaturas respectivas en cada caso. Las mismas Legislaturas, por sí o a 
propuesta del Ejecutivo podrán derogar, cuando así lo exijan las necesidades 
públicas, las autorizaciones concedidas para la formación de las asociaciones 
de que se trata. 

Mediante esta ley se promueve la concurrencia de la Federación, Estados y 
Municipios, así como la de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de fomento y desarrollo sustentable de 
la actividad cooperativa, una de las bases centrales de la presente Ley, así 
como las facultades implícitas, tácitas, complementarias y compartidas 
atribuidas a los poderes de los propios estados y consigna los lineamientos 
generales de las disposiciones legislativas y con posterioridad corresponde a 
cada poder de la Soberanía nacional, el derecho al uso de los medios 
necesarios para la consecución de sus fines. 

II. El derecho administrativo en materia cooperativa, ha de proyectarse, en su 
función de ordenación racional de los asuntos públicos de acuerdo con la 
justicia, en el marco de los preceptos constitucionales y de las normas 
legislativas vigentes del orden federal que regulan y vertebran la organización 
y el cometido de los poderes públicos. 



 

 

Esta Ley se basará en el propósito de desplazar un Derecho administrativo 
rígido y de imposición jerárquica a un Derecho cooperativo de objetivos 
consensado, tutelando que los medios de ejecución forzosa armonicen y se 
complementen con las estrategias de convencimiento y persuasión de 
naturaleza normativa social. 

Las diversas instituciones de la Administración pública con facultades 
jurisdiccionales relacionadas con las cooperativas, procurarán atender el 
propósito de ejercitar el Derecho administrativo constitucionalmente 
sustentado con el Derecho cooperativo que propende a una autonomía 
democrática en el ejercicio de actividades también constitucionalmente 
respaldadas. 

III. Con el propósito de promover el desarrollo rural cooperativo y de 
conformidad con el artículo 27, fracción XX, las sociedades cooperativas 
agrarias, junto con las de los consumidores y productores de bienes y 
servicios, podrán abastecerse o suministrarse de terceros de productos o 
servicios que les sean necesarios para sus actividades agropecuarias y 
forestales para el óptimo uso de la tierra, no solamente como destinatario 
final, sino que tendrán la condición de mayoristas y podrán detallar como 
minoristas en la distribución y venta de sus productos. 

IV. Se determina que serán consideradas de utilidad social, las sociedades 
cooperativas para la construcción de casas baratas e higiénicas, destinadas a 
ser adquiridas en propiedad, por los trabajadores en plazos determinados. Las 
sociedades cooperativas en todo tiempo y lugar podrán hacer uso de este 
derecho. 

V. Se reconoce a la sociedad cooperativa como una persona moral que puede 
ejercitar todos los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de su 
institución y para regir las leyes correspondientes, su bases y escrituras 
constitutivas. 

Las sociedades cooperativas son regidas por una legislación especial a la que 
les identifica como una empresa de propiedad conjunta y de gestión 
democrática y social, distintas en sus conceptos, principios y caracteres a las 
organizaciones mercantiles con fines de lucro. 



 

 

VI. Las leyes fiscales de ingresos y gastos de la Federación, de Coordinación 
Fiscal, así como los Códigos Financieros y los ordenamientos fiscales de la 
Federación, estatales y municipales, y de la Ciudad de México considerarán a 
los organismos cooperativos en los términos de esta Ley y establecerán 
organismos de fomento cooperativo que establezcan sus respectivas 
competencias. 

Artículo 20. Facultades públicas concurrentes 

Las políticas, programas, acciones y actividades de fomento cooperativo 
provendrán de la coordinación de facultades concurrentes entre la Federación, 
Estados, Municipios y la Ciudad de México, excepto las que expresamente 
señalan la Constitución General de la República como potestad exclusiva de la 
Federación y las que, de acuerdo al artículo 124 constitucional, indicadas 
previamente en el numeral 1, párrafo quinto del artículo 19 de esta misma Ley, 
están reservadas a las entidades federativas. En el caso del Gobierno de la 
Ciudad de México, las facultades se contienen en los artículos siete a nueve de 
la Ley de Fomento Cooperativo de su jurisdicción. Los Ayuntamientos tendrán 
las facultades que establece el artículo 115 constitucional y las que en la materia 
dispongan los Congresos estatales, así como las leyes orgánicas del Municipio 
Libre, los códigos fiscales y los reglamentos formulados o que pudieran 
modificarse ex profeso. 

Las autoridades de los tres niveles de gobierno y la Ciudad de México, en el 
ejercicio de sus facultades públicas, tendrán responsabilidades compartidas y 
complementarias en cuanto a fomento cooperativo y desarrollo sustentable. 

Artículo 21. Concurrencia social 

En los programas económicos o financieros de los gobiernos, federal, estatal, 
municipal y los órganos político-administrativos de la Ciudad de México, que 
incidan en la actividad cooperativa mexicana, se deberá tomar en cuenta la 
opinión, según sea el caso, de las federaciones, uniones, confederaciones y del 
Consejo Superior del Cooperativismo. 

Capítulo II  
Fomento Cooperativo 

Artículo 22. Principios 



 

 

Para los efectos de la presente Ley, se entiende como fomento cooperativo al 
conjunto de normas jurídicas y acciones que se observarán para la organización, 
expansión y desarrollo del cooperativismo. 

La presencia del sector público en materia de fomento cooperativo se orientará 
por los siguientes principios: 

I. Respeto a los derechos humanos laborales, al empleo, la libertad de 
profesión e industria y a la organización social para el trabajo, como una de 
las bases de la existencia, convivencia y bienestar de la sociedad; 

II. Respeto a la adhesión voluntaria y abierta al sector cooperativo sin 
discriminaciones, atendiendo a la composición pluricultural de sectores, 
géneros, manifestaciones y valores de los individuos y grupos sociales que 
componen la población del país; 

III. Respeto a la autonomía y gestión democrática en las cooperativas, a la 
integración y solidaridad entre estas y su interés y servicio social por la 
comunidad; 

IV. Protección, conservación, consolidación y uso racional del patrimonio 
social del sistema cooperativo por parte de las autoridades del Gobierno; 

V. Organización social para el trabajo mediante el reconocimiento de las 
cooperativas como organismos de utilidad pública para el bien común y 
sujetas al fin social que establecen nuestras leyes, y 

VI. Simplificación, agilidad, información, precisión, legalidad, transparencia 
e imparcialidad en los actos y procedimientos administrativos. 

Artículo 23. Acciones de Fomento 

El fomento cooperativo comprende, entre otras acciones, las siguientes: 

I. Acciones jurídicas, administrativas y de carácter socioeconómico que 
tengan como fin abrir, conservar, proteger y expandir las fuentes de empleo 
en el sector social, procurando otorgar condiciones de factibilidad y 
simplificación administrativa para su apertura, desarrollo y legal 
funcionamiento; 



 

 

II. Acciones de registro, investigación, análisis y estudio para el exacto 
conocimiento de la situación del sistema, sector y movimiento cooperativo 
para mejorar, planear y consolidar las políticas públicas en la materia; 

III. Acciones de difusión del cooperativismo, para acrecentar la conciencia y 
modelo cooperativo, como una opción viable de desarrollo económico y 
social para los habitantes de la República; 

IV. Acciones de capacitación y adiestramiento para la formación de personas 
aptas para desarrollar empresas sociales; 

V. Acciones de apoyo diverso para la organización, la protección y el 
impulso de los modos tradicionales solidarios de producción colectiva de las 
culturas indígenas populares y de las demás comunidades rurales; 

VI. Acciones de cooperación con la federación, los estados y municipios, y 
con otros países u organismos internacionales públicos y privados; 

VII. Acciones de fomento de las empresas cooperativas de participación 
estatal; y 

VIII. Los demás conceptos a los que esta Ley y otros ordenamientos jurídicos 
les den ese carácter. 

Artículo 24. Valores sociales 

Son materia de protección y consolidación en los términos de la presente Ley, el 
fomento y desarrollo de sociedades cooperativas que tengan por objeto 
promover, difundir, publicar y desarrollar el conjunto de los bienes y valores de 
interés público señalados en este ordenamiento, en particular los relacionados 
con actividades de equidad de género, desarrollo sustentable, indígenas, 
jóvenes, actividades culturales, discapacitados y adultos mayores. 

Capítulo III  
Lineamientos y Políticas Públicas 

Artículo 25. Planeación cooperativa 



 

 

El fomento cooperativo y le economía social son obligaciones del Estado 
Mexicano y corresponde a los gobiernos federal, estatal y municipal y a los 
órganos político-administrativos de la Ciudad de México, la elaboración, 
ejecución, y evaluación de políticas públicas orientadas a promover y fomentar 
la actividad cooperativa y de los Organismos Cooperativos. 

Artículo 26. Seguimiento y evaluación 

El seguimiento y la evaluación de las políticas y programas federales de 
fomento cooperativo, se ejercerá en los términos que establezca la presente Ley 
y las disposiciones que de la misma se deriven, al igual que las funciones de 
fiscalización o de vigilancia sobre los distintos tipos de sociedades cooperativas, 
de acuerdo a sus respectivas competencias legales, y con las que podrá actuar en 
coordinación. 

Artículo 27. Acciones de apoyo 

Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
implementarán acciones de apoyo a las sociedades cooperativas de acuerdo con 
las reglas de operación vigentes de sus programas. En particular realizarán, 
además de lo establecido en la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, las siguientes actividades: 

I. Propiciar la celebración de convenios entre los sectores público, privado y 
social para establecer acciones de fomento que tengan por objeto el desarrollo 
económico del sistema cooperativo; 

II. Incentivar la incorporación de las sociedades cooperativas y sus 
Organismos Cooperativos en los programas regionales, sectoriales, 
institucionales y especiales de fomento; 

III. Incentivar la celebración de convenios con los colegios de fedatarios 
públicos, con el objeto de apoyar la constitución de las sociedades 
cooperativas mediante el establecimiento de cuotas accesibles y equitativas; y 

IV. Difundir la importancia en el desarrollo económico y social del país de 
las sociedades cooperativas. 

Artículo 28. Exención de gravámenes 



 

 

Todos los actos relativos a la constitución y registro de las sociedades 
cooperativas citados en la presente Ley, estarán exentos de impuestos y 
derechos fiscales de carácter federal. Para este efecto, la autoridad competente 
expedirá las resoluciones fiscales que al efecto procedan. 

Artículo 29. Opinión del sector 

En los programas de apoyo técnico, económico, financiero o fiscal que 
establezca el Gobierno Federal, y que incidan en la actividad de las sociedades 
cooperativas, se observará el establecimiento de derechos y preferencias hacia el 
sistema cooperativo tomando en cuenta la opinión de los Organismos 
Cooperativos 

Artículo 30. Fondos de garantía 

El Gobierno Federal de común acuerdo con los Organismos Cooperativos, 
constituir los fondos de garantía de origen federal que apoyarán a las sociedades 
cooperativas en su acceso al crédito, mediante el otorgamiento de garantías que 
cubran el riesgo de los proyectos de inversión. 

Las Instituciones de Crédito estarán obligadas al otorgamiento en favor de las 
sociedades cooperativas, de créditos para la formulación y ejecución de 
proyectos de inversión, que incluyan los costos de los servicios de asesoría y 
asistencia técnica. 

Artículo 31. Líneas estratégicas 

Las acciones de Gobierno en materia de fomento cooperativo atenderán las 
siguientes líneas estratégicas: 

I. Legales y administrativas 

1. Simplificar procedimientos de constitución y ampliar mecanismos de 
control de gestión; 

2. Emitir recomendaciones a las cooperativas para que en sus actas 
constitutivas no demeriten la democracia participativa, la equidad, la 
transparencia y la rendición de cuentas, así como la protección de los 
derechos humanos de todos sus asociados; 



 

 

3. Difundir entre las cooperativas las ventajas de modernizar los sistemas de 
información que utilizan; 

4. Proporcionar gratuitamente a todas las cooperativas asesoría jurídica, 
financiera y administrativa, y 

5. Propiciarla actualización legislativa cooperativa en materia fiscal. 

II. Fiscales y financieras 

 

1. Alentar métodos de financiación novedosos para el fortalecimiento 
financiero de las cooperativas; 

2. Favorecer mecanismos que estimulen en las cooperativas el incremento 
de recursos financieros propios. 

III. Educación y capacitación 

1. Estimular la educación y capacitación en la formación de cooperativas; 

2. Apoyar los servicios de investigación y asesoría sobre gestión 
cooperativa, y 

3. Hacer operativo y dinamizar los principios cooperativos, particularmente 
los referidos a capacitación e integración. 

IV. Fomento y desarrollo 

1. Crear y utilizar fondos para el fomento al desarrollo de sociedades 
cooperativas y la producción cooperativa; 

2. Fortalecer garantías de los asociados y de terceros en relaciones 
económicas con las cooperativas, y 

3. Posicionar alternativas de innovación tecnológica y desregulación 
comercial. 

Artículo 32. Políticas públicas 



 

 

El Estado Mexicano favorecerá acciones que auspicien políticas en los distintos 
ámbitos de competencia concurrente de la sociedad y el sector público. 

I. Políticas de fomento y desarrollo cooperativo 

1. Fomentar formas de empleo socialmente generadoras de empleos e 
ingresos, mediante la formación de sociedades cooperativas en todo el país; 

2. Identificar e instrumentar proyectos de desarrollo cooperativo sustentable 
y de preservación ecológica, e 

3. Impulsar la cultura de cooperativas de consumo que oferten productos de 
primera necesidad a precios reducidos a socios y sectores más débiles de la 
sociedad. 

II. Políticas fiscales 

1. Articular programas fiscales y presupuestales del sector público para 
constituir convenios de colaboración con sociedades cooperativas para 
efectuar proyectos de desarrollo regional sustentable; 

2. Todos los actos relativos a la creación y registro de cooperativas, estarán 
exentos de impuestos y derechos fiscales de carácter federal; 

3. Los fondos de previsión social, prestaciones y disposiciones fiscales 
federales para cooperativas no serán objeto de ninguna afectación 
impositiva; 

4. Las autoridades federales y locales determinarán las acciones de fomento 
a las que concurran las sociedades cooperativas en pujas o concursos de 
proyectos o asignaciones basadas en licitaciones; 

5. Gestionar los fondos de garantía de origen federal que apoyen a las 
sociedades cooperativas en su acceso al crédito; 

6. La aplicación de estímulos fiscales originados por convenios de 
colaboración administrativa con la Federación, estarán sujetos a la 
verificación y pago derivados de las leyes sobre ingresos federales; 



 

 

7. Los recursos federales correspondientes a entidades federativas y 
municipios en materia de fomento cooperativo son inembargables; no 
podrán destinarse a otros fines, ni estar sujetas a retención, salvo para el 
pago de obligaciones contraídas por las entidades o municipios, con 
autorización de las Legislaturas, y 

8. En el paquete económico de la Federación para entidades federativas, 
municipios y el Gobierno de la Ciudad de México, definirlos recursos 
etiquetados hacia el fomento cooperativo, sin que en ningún caso se 
destinen a gasto corriente. 

III. Políticas financieras 

1. Las sociedades nacionales de crédito podrán efectuar descuentos a 
instituciones de crédito para el otorgamiento en favor de sociedades 
cooperativas, de créditos para la formulación y ejecución de proyectos de 
inversión, incluyendo los costos de servicios de asesoría y asistencia técnica; 

2. Para la evaluación de la procedencia de descuentos, las sociedades nacionales 
de crédito deberán considerar primordialmente la demostración de la 
factibilidad y rentabilidad de los proyectos de inversión, la solidez de la 
organización y la presentación y desarrollo de los planes económicos y 
operacionales de las cooperativas; 

3. Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo se constituyen en agentes 
financieros de las demás cooperativas, para impulsar el desarrollo del 
movimiento cooperativista y la economía nacional, y 

IV. Políticas educativas y de capacitación 

1. Establecer convenios de enseñanza con instituciones de educación de 
nivel básico, medio y superior para incluir la materia de cooperativismo 
dentro de sus respectivos programas de estudio; 

2. Convenir con universidades públicas, tecnológicos, institutos y centros 
de análisis e investigación, las especialidades sobre cooperativas en los 
diferentes campos del conocimiento humano; 



 

 

3. La formación de estímulos, becas y cualquier otra clase de 
reconocimientos y apoyos; 

4. Establecer convenios para dar cursos de capacitación a socios y 
trabajadores de sociedades cooperativas, y 

5. Realizar cursos, reuniones, conferencias y tele-conferencias para 
consultas, capacitación y extensión de cooperativistas. 

V. Políticas de información y comunicación 

1. Crear y consolidar el sistema nacional de información de sociedades 
cooperativas con bases de datos derivados del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía, de los registros públicos y del escrutinio directo del 
sistema cooperativo; 

2. Constituir la red nacional de comunicación de sociedades cooperativas 
que agranden el movimiento cooperativo nacional con fines de unión, 
investigación y fortalecimiento de las cooperativas, y 

3. Vincular y ordenar el sistema de información y la red nacional de 
comunicación de las sociedades cooperativas para clasificar programas y 
proyectos de desarrollo diversos por entidades federativas, municipios y de 
la Ciudad de México, cohesionando el derecho cooperativo con la 
democracia participativa. 

Artículo 33. Coordinación fiscal 

Los municipios tendrán las funciones de fomento cooperativo no reservadas a 
otros niveles de gobierno, para dar vigencia operativa al espíritu del artículo 115 
Constitucional en la Ley de Coordinación Fiscal, adonde se incorporará el 
Fondo de Aportaciones para el Fomento Cooperativo. 

Artículo 34. Atribuciones locales 

Los gobiernos estatales, municipales y de la Ciudad de México, en la esfera de 
sus respectivas competencias, procurarán: 



 

 

I. Participar en la planeación, elaboración, ejecución y evaluación de los 
programas de fomento cooperativo; 

II. Impulsar las actividades de fomento cooperativo en coordinación con las 
dependencias del ramo; 

III. Promover la concertación con las instancias de la administración pública 
y de los sectores social y privado, para impulsar el desarrollo cooperativo en 
sus áreas de influencia geográfica; 

IV. En forma concurrente, promulgar leyes reglamentarias de fomento 
cooperativo, y 

V. Cada gobierno dispondrá de una estructura administrativa adecuada para 
crear políticas y programas de fomento cooperativo, y 

VI. Crear los mecanismos que permitan auditar los recursos y programas 
derivados del ejercicio de las políticas de fomento cooperativo por parte de 
los diferentes órganos de fiscalización que correspondan. 

Título III  
Sociedades Cooperativas 

Capítulo I  
Constitución, Registro y Padrón 

Artículo 35 . Constitución 

La constitución de la sociedad cooperativa deberá realizarse cuando menos por 
cinco personas en el caso de las de producción, de consumo, dos de mutuales y 
de veinticinco en el caso de las de ahorro y préstamo, quienes suscribirán el acta 
constitutiva y la ratificarán ante Juez del Fuero Común o Juez de Distrito, o 
Presidente o Secretario Municipal, o Alcalde en la Ciudad de México, fedatario 
público, notario o corredor público, del domicilio adonde tendrá su domicilio la 
cooperativa. 

Los socios fundadores deberán acreditar su identidad y ratificar su voluntad de 
constituir la sociedad cooperativa y de ser suyas las firmas o las huellas digitales 
que obren en el acta constitutiva. 



 

 

En el acta constitutiva deberán nombrarse delegados o representantes legales 
para los trámites de inicio de operaciones a nivel municipal, estatal o nacional 
sin que sea necesario que se presenten todos los socios. 

Artículo 36. Socios 

Las sociedades cooperativas podrán integrarse con socios que sean personas 
físicas, morales o ambas, con las limitaciones que en su caso señalen las bases 
constitutivas. Las personas morales que participen como socios de las 
sociedades cooperativas podrán ser entidades públicas, privadas o del sector 
social. 

Cada socio tendrá un solo voto, ya sea persona física o moral. La suma de los 
votos de los socios que sean personas morales en ningún caso podrá representar 
más de una tercera parte de la totalidad de los votos. 

La participación de los socios extranjeros se sujetará a lo señalado en la fracción 
I del artículo 27 Constitucional y la Ley de Inversión Extranjera, 

Artículo 37. Registro 

Las sociedades cooperativas deberán inscribirse en el Registro Público de 
Comercio que corresponda a su domicilio social. En su inscripción inicial 
presentarán su acta y bases constitutivas. 

Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo deberán solicitar además su 
inscripción en el fondo de protección a que se refiere la Ley que las regula 
dentro de los 180 días naturales siguientes a su inscripción en el Registro 
Público de Comercio del domicilio social correspondiente. 

Artículo 38. Régimen asociativo 

Las sociedades cooperativas podrán adoptar el régimen de responsabilidad 
limitada o suplementada de los socios. El régimen adoptado debe señalarse en 
las Bases Constitutivas. A la denominación social se añadirán siempre las 
palabras “de Responsabilidad Limitada” o “de Responsabilidad Suplementada” 
o sus abreviaturas “de R. L. “ o “de R. S. “, respectivamente. 



 

 

La responsabilidad será limitada, cuando los socios solamente se obliguen al 
pago de los certificados de aportación obligatoria que hubieren suscrito. 

La responsabilidad será suplementada cuando los socios respondan a prorrata 
por las operaciones sociales, hasta por la cantidad determinada en el acta 
constitutiva. 

En todo caso los fedatarios públicos o la autoridad correspondiente, conforme a 
lo establecido en el artículo 14 de esta Ley, insertarán este artículo en el 
documento constitutivo y explicarán las implicaciones de cada uno de los tipos 
de responsabilidad. 

Artículo 39. Contenido de las bases constitutivas 

Las Bases Constitutivas de las sociedades cooperativas contendrán al menos la 
siguiente información: 

I. Denominación; 

II. Domicilio social, el cual será la localidad en la que esté asentada la 
sociedad cooperativa; 

III. Objeto social, expresando concretamente cada una de las actividades a 
desarrollar; en el marco de los valores y principios cooperativos establecidos 
en esta Ley; 

IV. Nacionalidad; 

V. Duración, la cual podrá ser indefinida; 

VI. Los valores y principios cooperativos establecidos en esta Ley 

VII. La mención de ser de capital social variable; 

VIII. El régimen de responsabilidad limitada o suplementada que sea 
adoptado; 

IX. Forma de constituir, disminuir e incrementar el capital social; expresión 
del valor de los certificados de aportación, forma de pago y tiempo para 



 

 

rembolsar su valor; así como los criterios de valuación de los bienes, 
derechos, servicios o trabajo, en caso de que se aporten; 

X. Duración del ejercicio social que podrá coincidir con el año calendario, así 
como el tipo de libros o registros electrónicos que deberán llevarse. 

XI. Formas de administración y dirección, así como sus atribuciones y 
responsabilidades; 

XII. Requisitos, causales y procedimientos para la admisión, suspensión, 
exclusión y renuncia de los socios; 

XIII. Forma de constituir los fondos sociales, su monto, su finalidad y reglas 
para su aplicación; 

XIV. Garantías que deberán presentar los miembros del Órgano de 
Administración; 

 

XV. El procedimiento para convocar y formalizar las Asambleas Generales, 
definiendo si se acepta o se rechaza el mecanismo de representación expreso 
en el artículo58 de esta Ley; 

XVI. Organización y funcionamiento del Órgano de Administración, del 
Órgano de Vigilancia y de la Asamblea General; 

XVII. Derechos y obligaciones de los socios; 

XVIII. Mecanismos de conciliación, mediación o arbitraje, en caso de 
controversia; 

XIX. Capital social mínimo fijo, si así se decidiere; 

XX. Requisitos y procedimiento para que la Asamblea General pueda exigirle 
aportaciones complementarias a los socios; 

XXI. Normas disciplinarias, tipos de faltas y sanciones consideradas en forma 
opcional dentro de un reglamento interno. 



 

 

XXII. Forma de reparto de rendimientos y sus anticipos; 

XXIII. Datos que deberán contener los certificados de aportación 

XXIV. Procedimiento para nombrar beneficiarios del certificado de 
aportación. 

XXV. La mención de los Reglamentos que vayan a emitirse para cuestiones 
específicas, en su caso, y 

XXVI. Las demás disposiciones necesarias para el buen funcionamiento de la 
sociedad cooperativa. 

Las cláusulas de las bases constitutivas que sean contrarias a lo dispuesto por 
esta 

Ley serán nulas de pleno derecho. 

Artículo 40. Modificación de las bases constitutivas 

La modificación de las bases constitutivas se realizará mediante acuerdo de 
Asamblea General, el cual deberá ser protocolizado ante fedatario público y se 
informará al Instituto Mexicano de Cooperativas. 

Capítulo II  
Clases de Sociedades Cooperativas 

Artículo 41. Sistema cooperativo 

Forman parte del sistema cooperativo las siguientes clases de sociedades 
cooperativas: 

I. De consumo de bienes y servicios; 

II. De producción de bienes y servicios; 

III. De ahorro y préstamo, y 

IV. Mutuales 



 

 

Artículo 42 . Cooperativas de consumo 

Son sociedades cooperativas de consumo, aquéllas cuyos miembros se asocien 
con el objeto de obtener en común artículos, bienes y servicios. 

Las sociedades cooperativas de consumo también pueden distribuir bienes y 
servicios. 

Los rendimientos que reporten las sociedades cooperativas de consumo se 
distribuirán con base en las transacciones que realicen con sus socios en cada 
ejercicio social. 

Las sociedades cooperativas de consumo podrán dedicarse a actividades de 
abastecimiento y distribución con el público en general, así como a la 
producción de bienes y servicios. 

Artículo 43. Cooperativas de producción 

Son sociedades cooperativas de producción, aquéllas cuyos miembros se 
asocien para trabajar en común en la producción de bienes y servicios de 
manera preponderante aportando su trabajo personal, físico o intelectual. 
Independientemente del tipo de producción a la que estén dedicadas, estas 
sociedades podrán realizar cualquier otra actividad sin limitación alguna en los 
términos de esta Ley para el cumplimiento de su objeto social. 

Las sociedades cooperativas de productores podrán realizar operaciones con el 
público en general, a nivel nacional o internacional sin limitación alguna. 

Los rendimientos que reporten las sociedades cooperativas de productores se 
distribuirán con base en el trabajo aportado por cada socio durante el ejercicio 
social. 

Los socios de las sociedades cooperativas de productores podrán recibir 
anticipos a cuenta de los rendimientos que se complementarán al final del 
ejercicio según los criterios establecidos en sus bases constitutivas. 

Artículo 44. Cooperativas de m 



 

 

Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo son aquellas cuyos miembros 
se asocian, entre otros fines, para prestarse servicios de ahorro y préstamo, son 
parte del sector social en los términos consagrados en el artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y como tales, en 
protección del ahorro de sus socios gozan de las siguientes garantías: 

I. No podrán ser afectadas en sus derechos sin que previamente se hayan 
agotado las instancias previstas en esta ley; 

II. Gozarán de los beneficios de orden y de excusión; 

III. No podrán ser intervenidas administrativamente sin que se dicten las 
medidas necesarias para protección del ahorro de sus socios; 

IV. Sus organismos de integración y las autoridades de vigilancia al efecto serán 
corresponsables, cuando hayan aprobado las operaciones involucradas en una 
controversia. 

Podrán financiar actividades de consumo, producción y fomento a otras 
entidades y organismos del sector social de la economía. 

Las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo se normarán por los criterios 
prudenciales y conforme a las Normas de Información Financiera. 

Además, podrán financiar actividades de consumo, producción y fomento a 
otros organismos del sector social de la economía. 

Artículo 45. Cooperativas de actividad integral 

Las sociedades cooperativas de actividad integral las conforman uniones, 
federaciones y las confederaciones por ramas o sector de actividad económica o 
de actividades diversas, preferentemente por entidad federativa o región que 
comprenda uno o más estados de la República. 

Las federaciones podrán agrupar sociedades cooperativas de la misma rama de 
actividad económica. Las uniones podrán agrupar a sociedades de distintas 
ramas de la actividad económica. 

Artículo 46. Sociedades cooperativas mutuales 



 

 

Las personas físicas y morales, que formen parte del sector social al que se 
refieren los párrafos quinto y octavo del artículo 25 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos podrán asociarse en sociedades cooperativas 
mutuales, las que tendrán como objeto social la ayuda mutua y solidaria en el 
emprendimiento de actividades productivas de producción o de servicios sin 
ánimo de lucro que conjuguen las finalidades propias de los diferentes tipos de 
sociedades que las integren y que complementen sus actividades para la 
consecución común de sus objetos sociales. 

Los órganos sociales de las sociedades cooperativas mutuales se constituyen 
conforme a lo establecido en el Capítulo V del presente Título y lo establecido 
en el artículo 52 de esta ley. 

Artículo 47. Fines de las Cooperativas Mutuales 

Los fines que perseguirán las sociedades cooperativas mutuales, serán los 
siguientes: 

I. Promoción del desarrollo integral del ser humano; 

II. Participación en la producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios, para contribuir al desarrollo socioeconómico del país; 

III. Cooperar para la viabilidad económica de sus socios; 

Las Sociedades Cooperativas mutuales tendrán prohibido participar en el capital 
social de sus coasociadas 

Artículo 48. Estrategias de integración 

Las sociedades cooperativas mutuales habrán de diseñar y poner en operación 
estrategias de integración de sus actividades y procesos productivos, con la 
finalidad de: 

I. Abatir costos; 

II. Estructurar cadenas de financiamiento, consumo, producción y servicio; 

III. Crear unidades de producción y comercialización; 



 

 

IV. Crear comunidades cooperativas autosustentables; 

V. Realizar en común cualquier acto cooperativo, para el desarrollo 
económico, tecnológico o cualquier actividad que propicie una mayor 
capacidad productiva y competitiva de los propios coasociados; 

VI. Establecer planes económico-sociales entre coasociados; 

VII. Articular actividades económicas para la ejecución de planes económicos 
o proyectos productivos, de consumo, producción y financiamiento a nivel 
local, estatal, regional y nacional, y 

VIII. Prestar servicios auxiliares, complementarios o de tipo inmobiliario. 

Artículo 49. Órganos de las cooperativas mutuales 

Los órganos sociales de las sociedades cooperativas mutuales se constituyen 
conforme a lo establecido en el Capítulo V del presente Título, salvo lo que se 
señala a continuación: 

I. El objeto social se establecerá en las Bases Constitutivas y contendrá la 
representación de las actividades económicas integradas de sus coasociados; 

II. La asamblea general se conformará con un representante con derecho a 
voz y voto de cada uno de sus socios, el cual será electo democráticamente 
por la asamblea general de cada una de sus mismos socios y fungirán por un 
periodo de tres años, con posibilidad de reelección; 

III. Las sociedades cooperativas integradoras establecerán en sus Bases 
Constitutivas un sistema de representación, conforme a lo establecido en la 
presente Ley; 

IV. La Asamblea General de las sociedades cooperativas mutuales debe 
celebrarse conforme a lo establecido por la presente Ley, y se llevará a cabo 
en cualquier localidad en la que opere alguno de sus coasociados; 

V. El Consejo de Administración, estará integrado por no menos de cinco 
personas ni más de quince, debiendo ser siempre un número impar de 



 

 

integrantes, siendo nombrados y en su caso, removidos por la Asamblea 
General; 

VI. El Consejo de Vigilancia, estará integrado por tres o cinco personas, 
quienes serán nombrados y en su caso, removidos por la Asamblea General, y 

VII. Bajo ninguna circunstancia, los cargos en los Consejos de 
Administración y Vigilancia de las sociedades cooperativas mutuales podrán 
ser asumidos por personas que no tengan el carácter de socios de alguna de 
las sociedades coasociadas. 

Artículo 50. Fondos cooperativos 

Para el mejor cumplimento de los fines de los fondos cooperativos de las 
Sociedades Cooperativas Integradoras y de sus sociedades coasociadas; se 
podrán establecer en las Bases Constitutivas, la integración de fondos sociales 
de previsión social, de educación cooperativa y de desarrollo comunitario. 

Artículo 51 . Fondos sociales 

El fondo social de las cooperativas mutuales se integrará con las cantidades 
afectas a la reserva de dicho fondo, los remanentes de ejercicios anteriores y 
cualquier otra reserva creada con recursos aportados por los socios, para la 
consecución de una finalidad determinada. 

Las sociedades cooperativas mutuales son sociedades cerradas de inversión que 
despliegan en diversas actividades y servicios para sus socios y no abiertas al 
público, por lo que no son sociedades de crédito, ni intermediarios financieros. 

Las sociedades cooperativas mutuales constituirán un fondo social que reúna los 
medios necesarios para sustentar el proceso de capitalización de la sociedad, las 
cuotas que aporten los socios a este fondo deberán incluirse en los términos que 
se establezcan en las Bases Constitutivas, en el caso de retiro de los socios, estas 
aportaciones se devolverán a los aportantes, a menos que no existan reservas 
suficientes, debiendo en este caso procederse a su acopio, para que a más tardar 
un año después de haber sido solicitadas sean satisfechas, por supuesto la 
mutual se reservará el derecho de descontar de dichas cantidades, los adeudos 
del solicitante. 



 

 

Artículo 52. Operaciones comerciales 

Las sociedades cooperativas que realicen operaciones con no socios no podrán 
hacerlo en condiciones más favorables que con los socios. Las sociedades 
cooperativas de productores podrán realizar operaciones con el público en 
general sin limitación alguna. 

Las sociedades cooperativas de consumidores podrán realizar operaciones con 
el público en general. En este supuesto, deberá permitirse el ingreso de los 
compradores no socios a la sociedad cooperativa de consumidores si éstos lo 
solicitan por escrito. 

La admisión deberá ser efectiva según los requisitos y dentro del plazo que 
señalen las Bases Constitutivas, el cual no podrá ser mayor de un año. 

En caso de que los compradores no socios ingresen a la sociedad cooperativa de 
consumidores, los rendimientos generados por sus transacciones serán aplicados 
al pago de su certificado de aportación. 

Capítulo III  
Socios 

Artículo 53. Admisión 

La calidad de socio se adquiere al ingresar a la sociedad cooperativa, ya sea en 
su constitución o por acuerdo del Órgano de Administración a solicitud del 
interesado y de acuerdo con los requisitos y disposiciones establecidos en las 
Bases Constitutivas y en esta Ley. La Asamblea General deberá confirmar o 
revocar la decisión del Órgano de Administración conforme a los mecanismos 
que señalen las propias Bases Constitutivas. 

Artículo 54. Derechos de los socios 

Los socios gozarán de los siguientes derechos: 

I. Participar con voz y voto en la Asamblea General sobre bases de igualdad, 
disponiendo un solo voto por socio, independientemente de sus aportaciones; 



 

 

II. Elegir y ser elegidos para desempeñar cargos en los órganos de la sociedad 
cooperativa; 

III. Utilizar los servicios de la sociedad cooperativa; 

IV. Recibir la información emitida por el Órgano de Administración o el 
Órgano de Vigilancia sobre la marcha de la sociedad cooperativa; 

V. Recibir educación cooperativa; 

VI. Formular denuncias por incumplimiento de esta Ley o las Bases 
Constitutivas; 

VII. Participar en los rendimientos que la Asamblea General determine como 
repartibles; 

VIII. Recibir el reembolso de los certificados de aportación que estuvieren 
pagados, por cualquier causa de terminación de membrecía con la sociedad 
cooperativa, de acuerdo a los términos y condiciones establecidos en la Ley y 
las Bases Constitutivas, y 

IX. Los demás que establezca esta Ley y las Bases Constitutivas 

Artículo 55. Obligaciones de los socios 

Los socios tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Respetar y practicar los valores y principios cooperativos; 

II. Prestar el trabajo personal que les corresponda, en su caso 

III. Realizar las aportaciones obligatorias; 

IV. Desempeñar los cargos para los que fueran elegidos; 

V. Cumplir los acuerdos que adopte la Asamblea General y el Órgano de 
Administración; 

VI. Abstenerse de cualquier actividad perjudicial en contra de la sociedad 
cooperativa. La sola participación en varias sociedades cooperativas no se 



 

 

considerará como una actividad perjudicial, excepto si existiera conflicto de 
intereses; 

VII. Apegarse a las Bases Constitutivas de la Sociedad Cooperativa; 

VIII. Asistir a los cursos y formación cooperativa que la Comisión de 
Educación organice, y 

IX. Observar las demás obligaciones sociales, económicas y de trabajo que 
establece esta Ley. 

Artículo 56. Causas de exclusión 

Las causas de exclusión de un socio enmarcadas en las bases constitutivas de la 
sociedad, tomarán en consideración, por lo menos, los siguientes motivos: 

I. Por desempeñar sus labores sin cumplir con los parámetros que la sociedad 
cooperativa defina en sus acuerdos de asamblea, reglamentos, bases 
constitutivas y esta Ley, y 

II. Incumplimiento en forma reiterada a cualquiera de sus obligaciones. 

Artículo 57. Pérdida de calidad de socio 

La calidad de socio se pierde por: 

I. Muerte de la persona física o extinción de la persona moral; 

II. Renuncia presentada ante el Órgano de Administración, la cual surtirá 
efectos desde que dicho Órgano la reciba, y 

III. Exclusión. 

Artículo 58. Trabajadores 

Las Bases Constitutivas de las sociedades cooperativas establecerán los 
mecanismos y condiciones mediante los cuales sus trabajadores puedan ingresar 
progresivamente como socios y tendrán preferencia frente a candidatos 
externos, siempre que la situación financiera de la cooperativa lo permita. 



 

 

La relación entre las sociedades cooperativas y sus trabajadores no socios estará 
sujeta a la legislación laboral. Para los efectos del reparto de utilidades a estos 
trabajadores, previsto en la legislación laboral, los rendimientos de las 
sociedades cooperativas serán considerados como utilidades. 

Capítulo IV  
Funcionamiento y Administración 

Artículo 59. Órganos y duración de la sociedad cooperativa 

Los órganos de la sociedad cooperativa son: 

I. La Asamblea General; 

II. El Órgano de Administración, ya sea se trate de un Consejo de 
Administración o un Administrador Único; 

III. El Órgano de Vigilancia, ya sea se trate de un Consejo de Vigilancia o un 
Comisionado de Vigilancia, y 

IV. Las Comisiones que la Asamblea General determine. 

Artículo 60. Asamblea General de Socios 

La asamblea general de socios es el órgano supremo de la sociedad cooperativa, 
resolverá todos los asuntos relacionados con la misma que considere necesario 
conocer y podrá otorgar poderes dentro de lo señalado en esta Ley y las bases 
constitutivas. Sus acuerdos obligan a todos los socios, presentes, ausentes y 
disidentes, siempre que estén apegados a derecho y conforme a las Bases 
Constitutivas. 

La asamblea general de socios podrá ser ordinaria o extraordinaria. Ambas se 
celebrarán en la localidad contemplada como domicilio social y sin este 
requisito serán nulas, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 

Artículo 61. Atribuciones de la Asamblea General 

La Asamblea General resolverá todos los negocios y problemas de importancia 
para la sociedad cooperativa y establecerá las reglas generales que deben 



 

 

normar el funcionamiento social y económico. Además de las facultades que le 
conceden la presente Ley y las bases constitutivas, la Asamblea General 
conocerá y resolverá entre otros: 

I. Aceptación, exclusión y separación voluntaria de socios; 

II. Modificación de las bases constitutivas; 

III. Aprobación de sistemas y planes de producción, trabajo, distribución, 
ventas y financiamiento; 

IV. Aumento o disminución del patrimonio y capital social; 

V. Nombramiento y remoción, con motivo justificado, de los miembros del 
Consejo de Administración y de Vigilancia; de las comisiones especiales y de 
los especialistas contratados; 

VI. Examen del sistema contable interno y aprobación de los estados 
financieros resultantes del último ejercicio. 

VII. Informes de los consejos y de las mayorías calificadas para los acuerdos 
que se tomen sobre otros asuntos; 

VIII. Responsabilidad de los miembros de los consejos y de las comisiones, 
para el efecto de pedir la aplicación de las sanciones en que incurran, o 
efectuar la denuncia o querella correspondiente 

IX. Aplicación de sanciones disciplinarias a socios; 

X. Aprobación del reparto de rendimientos, excedentes y percepción de 
anticipos entre socios, 

XI. Aprobación de las medidas de tipo ecológico que se propongan; 

XII. La disolución, liquidación, fusión o escisión de la sociedad cooperativa; 

XIII. Afiliación de la sociedad cooperativa a un organismo de integración, y 

XIV. Definición de los programas y estrategias a realizar en materia de 
educación cooperativa y la relativa a la economía solidaria. 



 

 

Los acuerdos sobre los asuntos a que se refiere este artículo, deberán tomarse 
por mayoría de votos en la Asamblea General. En las bases constitutivas se 
podrán establecer los asuntos en que se requiera una mayoría calificada. 

Artículo 62. Actas de Asamblea General 

Se debe de levantar un acta siempre que la asamblea general se reúna, la cual 
deberá estar firmada por el presidente y secretario de la misma, y se asentará en 
el libro que al efecto lleve la sociedad cooperativa. Dicha acta deberá contener 
el orden del día y los acuerdos tomados por la asamblea general. 

Artículo 63. Convocatorias a la Asamblea General 

Las asambleas generales ordinarias o extraordinarias, deberán ser convocadas en 
los términos de esta Ley, con por lo menos siete días naturales de anticipación. 
La convocatoria deberá ser exhibida en un lugar visible del domicilio social de 
la sociedad cooperativa, misma que deberá contener la respectiva orden del día, 
también será difundida a través de los medios electrónicos y del órgano local 
más adecuado, dando preferencia al periódico, cuando exista en el lugar del 
domicilio social de la cooperativa. De tener filiales en lugares distintos, se 
difundirá también en esos lugares. Se convocará en forma directa por escrito a 
cada socio, cuando así lo determine la Asamblea General. Si no asistiera el 
suficiente número de socios en la primera convocatoria, se convocará por 
segunda vez con, por lo menos cinco días naturales de anticipación en los 
mismos términos y podrá celebrarse en este caso, con el número de socios que 
concurran, siendo válidos los acuerdos que se tomen, siempre y cuando estén 
apegados a esta Ley y a las bases constitutivas de la sociedad cooperativa 

En todo momento, el veinte por ciento de la totalidad de los socios podrá pedir 
por escrito al Órgano de Administración la convocatoria de una Asamblea 
General para tratar los asuntos que indiquen en su petición. Si el Órgano de 
Administración no lo hiciere en un plazo de siete días hábiles contados a partir 
de que haya recibido la solicitud, la petición de convocatoria podrá dirigirse al 
Órgano de Vigilancia. En caso de que el Órgano de Vigilancia no realice la 
convocatoria en un término de siete días hábiles contados a partir de que haya 
recibido la solicitud, la convocatoria la podrá hacer la autoridad judicial, a 
solicitud de quienes representen el veinte por ciento del total de los socios. 



 

 

Artículo 64. Asamblea General ordinaria 

La asamblea general ordinaria, conocerá y resolverá, entre otros, de los 
siguientes asuntos: 

I. Confirmar o rechazar las decisiones del Órgano de Administración sobre 
los procedimientos de admisión, suspensión y exclusión de socios; 

II. Aprobación de sistemas y planes de producción, trabajo, distribución, 
ventas y financiamiento; 

III. Reevaluación de las aportaciones; 

IV. Nombramiento, remuneración y remoción de los miembros de los 
Órganos de Administración y de Vigilancia, así como de las Comisiones si 
estas existieren. Las votaciones para elegir o remover a los miembros de los 
Órganos de Administración y de Vigilancia podrán ser secretas si así se 
establece en las Bases Constitutivas; 

V. Informes de los Órganos de Administración y Vigilancia y de las 
comisiones, si estas existieren; 

VI. Decidir la aplicación de las sanciones en que incurran los miembros de 
los Órganos de Administración y Vigilancia y Comisiones, así como, en su 
caso, decidir el inicio de los procesos penales correspondientes; 

VII. Aplicación de sanciones disciplinarias a socios; 

VIII. Distribución de rendimientos y pérdidas, así como la percepción de 
anticipos entre los socios; 

IX. Examen del dictamen de auditoría y designación de auditores y su 
remuneración; 

X. Definir los programas y estrategias sobre educación cooperativa, 
formación y promoción para sus socios y empleados; 

XI. Cualquier otro tema que desee conocer y que no esté reservado a la 
asamblea general extraordinaria, y 



 

 

XII. Las demás señaladas en la presente Ley y en las Bases Constitutivas. 

Artículo 65. Aprobación de informe financiero 

La asamblea general ordinaria se reunirá por lo menos una vez al año dentro de 
los cuatro meses siguientes a la clausura del ejercicio social para conocer y 
someter a aprobación el informe financiero que rinda el Órgano de 
Administración respecto del ejercicio social anterior y el informe que rinda el 
Órgano de Vigilancia. 

Artículo 66. Primera y segunda convocatorias 

La asamblea general ordinaria podrá reunirse en primera o segunda 
convocatoria. La segunda convocatoria expresará esta circunstancia y deberá 
celebrarse en cualquier momento, pudiendo ser el mismo día y hasta dentro de 
los sesenta días siguientes a la fecha prevista en primera convocatoria. Ambas 
convocatorias podrán realizarse el mismo día, pero deberá existir al menos una 
diferencia de sesenta minutos entre una y otra. 

Para que una asamblea general ordinaria se considere legalmente reunida en 
primera convocatoria deberán estar presentes o representados, por lo menos, la 
mitad de los socios al momento de celebrarse la asamblea general ordinaria. Los 
acuerdos sólo serán válidos cuando se tomen por mayoría de los socios 
presentes o representados. 

La asamblea general ordinaria en segunda convocatoria solo podrá celebrarse en 
caso de que en primera convocatoria no se reuniera el quórum señalado en el 
párrafo anterior y en este caso se celebrará con el número de socios que 
concurran. Los acuerdos se tomarán por mayoría de los socios presentes o 
representados. 

Artículo 67. Asamblea General extraordinaria 

La asamblea general extraordinaria conocerá y resolverá en exclusiva de los 
siguientes asuntos: 

I. Cambio de objeto social; 

II. Disolución, liquidación, fusión y escisión de la sociedad cooperativa; 



 

 

III. Aportaciones obligatorias complementarias de los socios; 

IV. Afiliación de la sociedad cooperativa a un organismo de integración; 

V. Determinación, aumento o disminución del capital social mínimo fijo en 
su caso; 

VI. Modificación de las bases constitutivas; y 

VII. Los demás asuntos para los que las bases constitutivas exijan un quórum 
especial. 

Las actas de las asambleas generales extraordinaria que se refieran a los asuntos 
contemplados en las fracciones I, II, IV y VII serán protocolizadas ante 
fedatario público e inscritas en el Registro Público de Comercio para los efectos 
procedentes. 

Artículo 68. Quórum y votación en asambleas generales extraordinarias 

La asamblea general extraordinaria podrá reunirse en primera o segunda 
convocatoria. La segunda convocatoria expresará esta circunstancia y deberá 
celebrarse en cualquier momento, pudiendo ser el mismo día y hasta dentro de 
los sesenta días siguientes a la fecha prevista en primera convocatoria. Ambas 
convocatorias podrán realizarse al mismo tiempo, pero deberá existir al menos 
una diferencia de sesenta minutos entre una y otra. 

Para que una Asamblea General Extraordinaria se considere legalmente reunida 
en primera convocatoria deberán estar presentes o representados, por lo menos, 
las tres cuartas partes de los socios al momento de celebrarse la Asamblea 
General Extraordinaria. Los acuerdos solo serán válidos cuando se tomen por al 
menos tres cuartas partes de los socios presentes o representados. 

La Asamblea General Extraordinaria en segunda convocatoria solo podrá 
celebrarse en caso de que en primera convocatoria no se reuniera el Quórum 
señalado en el párrafo anterior y en este caso se celebrará con el número de 
socios que concurran. Los acuerdos se tomarán por la mayoría de los socios 
presentes o representados. 

Artículo 69. Quórum y mayoría en bases constitutivas 



 

 

Las Bases Constitutivas podrán fijar un quórum diferente y una mayoría de 
votación más elevada para los asuntos de las Asambleas Generales Ordinarias y 
Extraordinarias. 

Artículo 70. Asuntos no considerados en convocatoria 

Siempre que se encuentren reunida la totalidad de la Asamblea General, esta 
podrá tomar acuerdos válidos respecto de los asuntos no incluidos en la 
Convocatoria. 

Artículo 71. Representación de socios en Asamblea General 

Los socios podrán hacerse representar en Asamblea General mediante carta 
poder otorgada a otro socio ante dos testigos. El representante en ningún caso 
podrá representar a más de dos socios. En todo caso, los instrumentos en que se 
haga constar la representación deberán ser conservados en los archivos de la 
sociedad cooperativa. 

Artículo 72. Votación por delegados 

Cuando el número de socios exceda de doscientos o cuando los socios residan 
en localidades distintas a aquella en que deba celebrarse la Asamblea General, 
ésta podrá efectuarse mediante delegados que sean socios, elegidos por cada uno 
de las secciones, sucursales o zonas geográficas en las que se divida la sociedad 
cooperativa. Los delegados deberán designarse para cada Asamblea General, su 
nombramiento deberá constar en el acta que al efecto se levante y su voto será 
proporcional a los socios que representen. 

Las Bases Constitutivas fijarán el procedimiento para que cada sección, sucursal 
o zona geográfica, designe a sus delegados para la Asamblea General, 
garantizando la representación de todos los socios de manera proporcional. En 
la Asamblea General celebrada mediante delegados deberá estar presente al 
menos un miembro del Órgano de Administración y un miembro del Órgano de 
Vigilancia, pero si se niegan a acudir a ella la Asamblea General. 

Artículo 73. Resoluciones nulas 

Cualquier resolución tomada en contravención de las formalidades señaladas 
anteriormente será nula si se demuestra haber sido tomada en contravención a la 



 

 

mayoría de los socios o tener un objeto ilegal o contrario a los fines de la 
cooperativa. 

En otros casos la resolución anulable podrá ser convalidada observando las 
formalidades prescritas. 

Artículo 74. Órgano de Administración 

El Órgano de Administración es el órgano ejecutivo de la sociedad cooperativa 
y tendrá la representación y la firma social de la sociedad cooperativa. Deberá 
constituirse por un número impar de socios reunidos en un Consejo de 
Administración que estará integrado por lo menos, por un Presidente, un 
Secretario y un Vocal, o bien, podrá constituirse por un Administrador Único 
cuando se trate de sociedades cooperativas que tengan diez o menos socios. 

Artículo 75. Designación de administración 

El nombramiento de los miembros del Consejo de Administración lo hará la 
Asamblea General conforme al sistema establecido en esta Ley y en las bases 
constitutivas de las sociedades cooperativas. Sus faltas temporales serán 
suplidas en el orden progresivo de sus designaciones, o por el orden que proceda 
en el caso de las sociedades cooperativas de ahorro y crédito. 

Artículo 76. Funciones del Órgano de Administración 

El Órgano de Administración tendrá, entre otras, las siguientes funciones: 

I. Llevar la firma social y representar a la sociedad cooperativa; 

II. Levantar actas de sus reuniones o minutas de sus decisiones; 

III. Organizar, convocar y en su caso presidir, por conducto de su Presidente, 
la Asamblea General Ordinaria y Extraordinaria; 

IV. Presentar a la Asamblea General el informe financiero; 

V. Llevar la contabilidad; 

VI. Llevar los libros sociales de la sociedad cooperativa; 



 

 

VII. Admitir a nuevos socios; 

VIII. Suspender o excluir a socios; 

IX. Designar gerentes y directores; 

X. Manejar los fondos de la sociedad cooperativa, bajo la supervisión 
señalada en esta Ley, por parte del Consejo de Vigilancia; 

XI. Proponer a la Asamblea General la integración y designación de 
comisiones; y 

XII. Las demás establecidas por esta Ley, las Bases Constitutivas o la 
Asamblea General. 

Artículo 77. Acuerdos del Órgano de Vigilancia 

Los acuerdos del Órgano de Vigilancia, cuando éste sea un Consejo de 
Vigilancia, deberán ser tomados por la mayoría de los miembros. 

Artículo 78. Derecho de veto 

El Órgano de Vigilancia tendrá el derecho de veto para el solo objeto de que el 
Órgano de Administración reconsidere los acuerdos vetados y deberá ejercerse 
en forma verbal e inmediata a la decisión vetada y por escrito dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes al acuerdo de que se trate. Si la totalidad de los 
miembros del Órgano de Vigilancia lo considera estrictamente necesario, podrá 
convocar a una Asamblea General Extraordinaria para que se aboque a resolver 
el conflicto, la cual deberá celebrarse dentro de los veinte días hábiles siguientes 
a la decisión vetada, en los términos de esta Ley y de sus Bases Constitutivas. 

Artículo 79. Incompatibilidad para ejercer cargos 

Las Bases Constitutivas podrán establecer incompatibilidades en razón del 
parentesco consanguíneo, civil o por afinidad entre los miembros del Órgano de 
Administración, el Órgano de Vigilancia y entre ambos, en la línea y grado 
señalados en las propias Bases Constitutivas o cualquier otra causa de 
impedimento para ejercer estos cargos, que implique conflicto de intereses. 



 

 

Artículo 80 . Capital social 

El capital social de las sociedades cooperativas se integrará con las aportaciones 
de los socios y la proporción de los rendimientos que la Asamblea General 
acuerde para incrementarlo. El monto total del capital social constituido por las 
aportaciones será variable e ilimitado, sin perjuicio de establecer en las Bases 
Constitutivas una cantidad mínima fija. 

Las sociedades cooperativas deberán llevar un registro de las variaciones del 
capital social, el cual podrá ser llevado por medios electrónicos. 

Capítulo V  
Régimen Económico 

Artículo 81. Aportaciones 

Las aportaciones serán obligatorias o voluntarias. Las aportaciones podrán 
hacerse en efectivo, bienes, derechos, servicios o trabajo. Estarán representadas 
por certificados de aportación que serán nominativos, indivisibles, 
inembargables, no negociables, intransmisibles y de igual valor. Los certificados 
de aportación sólo serán transferibles entre los socios y hacia los familiares, 
previo acuerdo del Órgano de Administración, según el procedimiento 
establecido en las Bases Constitutivas. 

La valorización de las aportaciones que no sean en efectivo se hará según los 
criterios establecidos en las Bases Constitutivas o al tiempo de ingresar el socio 
por acuerdo entre éste y el Órgano de Administración, con la aprobación de la 
Asamblea General Ordinaria en su momento. 

Los certificados de aportación contendrán por lo menos el nombre, fecha de 
constitución y registro de la sociedad cooperativa, el valor del certificado, el 
tipo de certificado de aportación, el nombre del socio titular, la fecha y forma de 
pago, las transmisiones de que haya sido objeto y la firma del Órgano de 
Administración. Podrá emitirse un talonario que contenga estos datos y que 
quedará en posesión de la sociedad cooperativa. 

Artículo 82. Certificados de aportación 

Los certificados de aportación podrán ser de tres tipos: 



 

 

I. Certificados de aportación obligatoria; 

II. Certificados de aportación voluntaria, y 

III. Certificados de aportación para capital de riesgo. 

Artículo 83. Certificados de aportación obligatoria 

Cada socio aportará el valor de por lo menos un certificado de aportación 
obligatoria. Al constituirse la sociedad cooperativa o al ingresar el socio a ella 
será forzosa la exhibición del diez por ciento cuando menos, del valor de los 
certificados de aportación obligatoria y el resto deberá cubrirse en el término de 
hasta un año contado a partir de la fecha de constitución de la sociedad 
cooperativa o del ingreso del nuevo socio a ella. En caso de que el socio no 
cubra la totalidad del valor del certificado de aportación obligatoria en el tiempo 
señalado, perderá su calidad de socio y todos los derechos inherentes a ella. 

Artículo 84. Certificados de aportación voluntaria 

El Órgano de Administración podrá pactar la suscripción de certificados de 
aportación voluntaria, por los cuales los socios percibirán el interés que fije el 
mismo Órgano de Administración, de acuerdo con las posibilidades económicas 
de la sociedad cooperativa y podrá tomar como referencia las tasas que 
determinen los bancos para depósitos a plazo fijo. 

Los certificados de aportación voluntaria deberán ser cubiertos en su totalidad al 
momento de suscribirse, serán reembolsables a solicitud del socio de acuerdo 
con lo establecido por el Órgano de Administración al momento de su emisión. 

Artículo 85. Certificados de capital de riesgo 

Las sociedades cooperativas podrán emitir certificados de aportación para 
capital de riesgo por tiempo determinado, por los cuales los suscriptores 
percibirán el interés que fije el Órgano de Administración sujeto al riesgo 
señalado en su emisión. 

Artículo 86. Disminución y aumento del capital social 



 

 

Cuando la Asamblea General acuerde reducir el capital social, se hará el 
reembolso a los socios en proporción al número y valor de los certificados de 
aportación que hayan suscrito. 

Cuando el acuerdo de la Asamblea General sea en el sentido de aumentar el 
capital social, todos los socios quedarán obligados a suscribir el aumento en la 
forma y en los términos que acuerde la propia Asamblea General. 

Artículo 87. Reembolso de aportaciones obligatorias 

El reembolso de las aportaciones obligatorias estará condicionado a lo dispuesto 
en las bases constitutivas, a la posibilidad financiera de la sociedad cooperativa 
y se hará conforme al informe financiero del cierre del ejercicio social en el que 
se pierda la calidad de socio. En caso de muerte del socio, el reembolso se hará 
a sus beneficiarios. 

A partir de dicho informe financiero, se deducirán las pérdidas imputables al 
socio, ya sea que correspondan a dicho ejercicio social o provengan de otros 
anteriores y estén sin compensar. El Órgano de Administración tendrá hasta tres 
meses a partir de la aprobación de las cuentas del ejercicio social para 
determinar el monto a rembolsar. 

El socio inconforme podrá acudir ante la Asamblea General para que revise la 
decisión del Órgano de Administración. 

Artículo 88. Aportaciones pendientes de reembolso 

La Asamblea General fijará un interés a las aportaciones obligatorias pendientes 
de reembolso, que en ningún caso será menor a la inflación del año en que el 
socio cause baja. 

El plazo de reembolso no podrá exceder de tres años a partir de la pérdida de 
calidad de socio. 

Artículo 89. Rendimientos 

Se consideran rendimientos del ejercicio social, a la cantidad neta que resulte 
del producto de todas las operaciones de la sociedad cooperativa, una vez que 
sean descontados los costos, gastos, anticipos de rendimientos entre los socios y 



 

 

las obligaciones fiscales que correspondan, de acuerdo a los prácticas contables 
y financieros 

Artículo 90. Fondos sociales obligatorios 

Las sociedades cooperativas deberán constituir los siguientes fondos sociales 
obligatorios que serán administrados por el Órgano de Administración con la 
supervisión del Órgano de Vigilancia: 

I. Fondo de reserva; 

II. Fondo de desarrollo económico; 

III. Fondo de previsión social, y 

IV. Fondo de educación y formación cooperativa. 

Artículo 91. Fondos de reserva 

De los rendimientos de cada ejercicio social deberá separarse como mínimo el 
diez por ciento para constituir el fondo de reserva hasta que importe por lo 
menos una cuarta parte del capital social. 

El fondo de reserva podrá ser afectado cuando lo requiera la sociedad 
cooperativa para afrontar pérdidas o restituir el capital de trabajo y deberá ser 
reconstituido cuando disminuya por cualquier motivo. El porcentaje de los 
rendimientos destinado al fondo de reserva deberá separarse antes que el 
porcentaje destinado a cualquier otro fondo. 

Artículo 92. Fondo de desarrollo económico 

De los rendimientos de cada ejercicio social deberá separarse como mínimo el 
cinco por ciento para constituir el fondo de desarrollo económico hasta que 
importe por lo menos una cuarta parte del capital social. 

El fondo de desarrollo económico podrá ser afectado cuando así lo decida la 
Asamblea General con el objeto de aumentar el capital social o para emprender 
inversiones de la sociedad cooperativa y deberá ser reconstituido cuando 
disminuya por cualquier motivo. 



 

 

Artículo 93. Fondo de previsión social 

El fondo de previsión social deberá destinarse a la creación de reservas para 
cubrir subsidios por incapacidad, riesgos y enfermedades profesionales, fondos 
de pensiones y jubilaciones, gastos médicos y funerales, becas educacionales 
para los socios y sus hijos, guarderías infantiles, actividades culturales y 
deportivas y otras de naturaleza análoga a las prestaciones de previsión social. 

Las prestaciones derivadas del fondo de previsión social serán independientes 
de las prestaciones a que tengan derecho según sea el caso, los socios de las 
sociedades cooperativas y sus trabajadores por su afiliación a los sistemas de 
seguridad social. Los recursos de este fondo podrán destinarse a cubrir las 
prestaciones mencionadas. 

El fondo de previsión social se constituirá con la aportación anual del porcentaje 
que sobre los ingresos netos del ejercicio social determinen las Bases 
Constitutivas o la Asamblea General y su importe no podrá ser limitado. El 
porcentaje anual destinado al fondo de previsión social podrá ser aumentado de 
acuerdo a la capacidad económica de la sociedad cooperativa. 

Artículo 94. Fondo de educación y formación cooperativa 

En el presupuesto anual de gastos deberá constituirse un fondo de educación y 
formación cooperativa con el porcentaje que establezcan las Bases Constitutivas 
o la Asamblea General, el cual no podrá ser menor al dos por ciento de los 
rendimientos. 

Artículo 95. Rendimientos repartibles 

Los rendimientos que la Asamblea General determine que serán repartibles 
entre los socios. Una vez cubiertos los porcentajes de los fondos obligatorios, se 
distribuirán en razón de las actividades y operaciones que los socios hubiesen 
efectuado con la sociedad cooperativa durante el ejercicio social, así como el 
tipo de trabajo que los socios desempeñen en la sociedad cooperativa. 

Artículo 96. Emisión de obligaciones 

Las sociedades cooperativas podrán emitir obligaciones mediante acuerdo de la 
Asamblea General Extraordinaria. Para estos efectos, será aplicable el Capítulo 



 

 

V del Título Primero de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito con 
excepción de lo relacionado a la emisión de obligaciones convertibles en 
acciones. 

Artículo 97. Actualización de estados financieros 

Cada año las sociedades cooperativas podrán actualizar sus estados financieros 
aplicando las normas de información financiera y los términos legales 
correspondientes. 

Artículo 98. Contabilidad y libros sociales 

Las sociedades cooperativas llevarán su contabilidad conforme a las 
disposiciones legales aplicables. 

Además, deberán llevar los siguientes libros sociales, que deberán ser 
certificados por los organismos de integración o en caso de no estar federadas 
por las autoridades señaladas en el artículo 10 de la presente Ley: 

I. Libro de actas de la Asamblea General; 

II. Libro de actas del Órgano de Administración y del Órgano de Vigilancia, 
en su caso, y 

III. Libro de registro de socios. 

El libro de actas de la Asamblea General deberá contener las actas de la 
Asamblea General Ordinaria y Extraordinaria. El libro de registro de socios 
podrá llevarse mediante medios electrónicos y deberá contener el nombre, 
domicilio, fecha de ingreso, certificados de aportación con indicación de la 
forma en que se pagaron y la transmisión de los mismos y el nombre de los 
beneficiarios respecto de cada uno de los socios. 

Artículo 99. Ejercicio social 

El ejercicio social de las sociedades cooperativas coincidirá con el año 
calendario, con excepción de los ejercicios irregulares en los que se constituya 
la sociedad cooperativa en fecha distinta al primero de enero o se termine la 



 

 

duración de la sociedad cooperativa en fecha distinta al treinta y uno de 
diciembre. 

Artículo 100. Informe financiero 

El Órgano de Administración presentará anualmente a la Asamblea General un 
informe financiero del ejercicio social sobre la marcha de la sociedad 
cooperativa que incluya, al menos: 

I. Un estado que muestre la situación financiera de la sociedad cooperativa a 
la fecha del cierre del ejercicio social; 

II. Un estado que muestre debidamente explicados y clasificados los 
resultados de la sociedad cooperativa; 

III. Un proyecto de la aplicación de los rendimientos o, en su caso, de los 
mecanismos para cubrir las pérdidas; 

IV. En su caso, los principales proyectos existentes y un estado que muestre 
los cambios en las partidas que integren el patrimonio social, y 

V. Las notas que sean necesarias para completar o aclarar información que 
suministren los estados anteriores y la explicación justificada de las 
principales políticas y criterios contables y de información seguidos en la 
preparación de la información financiera. 

Artículo 101. Plazo para entregar los informes 

El informe financiero anual del Órgano de Administración y el informe del 
Órgano de Vigilancia deberán ponerse a disposición de los socios por lo menos 
al mismo tiempo en que se haga la convocatoria de la Asamblea General en la 
que habrá de conocerse. Los socios que lo soliciten tendrán derecho a que se les 
entregue una copia de este informe. 

La falta de presentación oportuna de estos informes será causa suficiente para 
que al menos una tercera parte de la totalidad de los socios pueda reclamar 
judicialmente la remoción del Órgano de Administración o del Órgano de 
Vigilancia, sin perjuicio de las responsabilidades en que hubieren incurrido. 



 

 

Capítulo VI  
Fusión Escisión, Disolución y Liquidación 

Artículo 102. Fusión 

Una sociedad cooperativa podrá fusionarse con otra, previo acuerdo de su 
asamblea general extraordinaria, siempre que cumpla con los siguientes 
requisitos: 

I. Se acuerde expresamente y se presente el aviso de fusión a las autoridades 
correspondientes; y 

II. Los acuerdos de fusión se inscribirán en el Registro Público de Comercio 
y se publicarán en dos diarios de la localidad en que tengan su domicilio. 

Cada sociedad cooperativa publicará su balance y aquellas que dejen de existir 
Propiedad publicarán además el sistema por medio del cual liquidarán su pasivo. 

Artículo 103. Efectos de la fusión 

Con posterioridad a la publicación anterior cualquier acreedor podrá oponerse 
judicialmente a la liquidación dentro del plazo de tres meses. Durante el término 
del litigio se suspenderá la liquidación. 

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que haya oposición, o 
después de sentencia ejecutoriada que de por terminada la controversia en caso 
contrario, la sociedad fusionante tomará a su cargo los derechos y las 
obligaciones de las sociedades extinguidas. 

La fusión surtirá sus efectos en el momento de la inscripción, si se ha pactado el 
pago de todas las deudas de las sociedades que hayan de fusionarse, o se haya 
garantizado dicho pago mediante depósito, o se haya convenido con todos los 
acreedores, para estos efectos las deudas a plazo se tendrán por vencidas. 

El certificado por medio del cual se haya depositado el importe de las deudas 
deberá publicarse también. 

Cuando de la fusión de varias sociedades haya de surgir una cooperativa, su 
constitución se apegará a los principios cooperativos. 



 

 

Artículo 104. Transformación 

Ninguna sociedad cooperativa podrá transformarse en mercantil o en cualquiera 
otra sin liquidarse previamente. 

Cuando otros tipos de sociedades hayan de transformarse en cooperativas 
aplicarán los anteriores artículos. 

Artículo 105. Causas de disolución 

Las sociedades cooperativas se disolverán por cualquiera de las siguientes 
causas: 

I. Por decisión de la Asamblea General; 

II. Por su fusión con otra cooperativa; 

III. Por la disminución de sus socios por debajo de los mínimos establecidos 
en esta Ley. Las sociedades cooperativas gozarán de un plazo de tres meses a 
partir de la disminución para recuperar el número mínimo de socios; 

IV. Por llegar al término de su duración; 

V. Por la consumación de su objeto; 

VI. Porque el estado económico de la sociedad cooperativa no permita 
continuar con las operaciones, y 

VII. Por ministerio de Ley o por resolución judicial. 

La disolución de la sociedad cooperativa deberá inscribirse en el Registro 
Público de Comercio y publicarse en el periódico oficial del domicilio social de 
la sociedad cooperativa. 

Artículo 106. Liquidación 

En el mismo acto en que se acuerde la disolución, la Asamblea General 
nombrará a uno o más liquidadores con el objeto de proceder a la liquidación de 
la sociedad cooperativa, la cual se llevará a cabo conforme a esta Ley, las Bases 
Constitutivas y el acuerdo de disolución de la Asamblea General. 



 

 

Si por cualquier motivo el nombramiento de los liquidadores no se hiciere en los 
términos que fija este artículo, lo hará la autoridad judicial a petición de 
cualquier socio. 

Artículo 107. Liquidadores 

Los liquidadores serán representantes legales de la sociedad cooperativa y 
responderán por los actos que ejecuten excediéndose de los límites de su 
encargo. En caso de ser varios liquidadores, deberán obrar conjuntamente. 

Artículo 108. Entrega de bienes 

Hecho el nombramiento de los liquidadores, el Órgano de Administración 
entregará a los liquidadores y ante Fedatario Público, todos los bienes, libros y 
documentos de la sociedad cooperativa en un plazo máximo de cinco días 
hábiles, levantándose en todo caso un inventario del activo y pasivo. 

Artículo 109. Personalidad jurídica en liquidación 

Las sociedades cooperativas, aun después de disueltas, conservarán su 
personalidad jurídica para los efectos de la liquidación. Las sociedades 
cooperativas en proceso de liquidación deberán utilizar en su denominación, las 
palabras “en liquidación”. 

Artículo 110. Atribuciones de los liquidadores 

Los liquidadores tendrán por lo menos las siguientes atribuciones: 

I. Concluir las operaciones sociales que hubieren quedado pendientes al 
tiempo de la disolución; 

II. Elaborar un estado financiero y un inventario en un plazo máximo de 
treinta días hábiles contados a partir de su nombramiento, mismo que 
pondrán a disposición de la Asamblea General; 

III. Cobrar lo que se deba a la sociedad cooperativa y pagar lo que ella deba; 

IV. Vender los bienes de la sociedad cooperativa; 



 

 

V. Practicar el estado financiero final de liquidación, que deberá someterse a 
la discusión y aprobación de los socios, el cual una vez aprobado por la 
Asamblea General se inscribirá en el Registro Público de Comercio; 

VI. Si procede, en función del resultado de los Estados Financieros, 
rembolsar a cada socio su aportación. Las aportaciones voluntarias se pagarán 
antes que las obligatorias; y 

VII. Obtener del Registro Público de Comercio la cancelación de la 
inscripción de la sociedad cooperativa, una vez concluida la liquidación. 

Artículo 111 . Responsabilidad de los liquidadores 

Los liquidadores mantendrán en depósito durante diez años después de la fecha 
en que se concluya la liquidación, los libros y documentos de la sociedad 
cooperativa. 

Capítulo VII  
Organismos de Integración 

Artículo 112. Clases de organismos de integración 

Las sociedades cooperativas podrán constituir o adherirse a organismos de 
integración, en forma libre y voluntaria, siempre que esta resolución sea 
adoptada en Asamblea General. Los organismos de integración son: 

I. Las Federaciones y Uniones; 

II. Las Confederaciones, y 

III. El Consejo Superior del Cooperativismo. 

Estos organismos de integración adoptarán la figura jurídica de sociedades 
cooperativas y les serán aplicables, con las modificaciones propias de su 
constitución, los artículos de la presente Ley y las demás leyes aplicables. 

La Asamblea General de los organismos de integración podrá reunirse en 
cualquier localidad donde tengan integrantes. 



 

 

Sin perjuicio de la conformación de los organismos de integración previstos en 
este artículo, las sociedades cooperativas se podrán agrupar en cualquier otra 
figura asociativa con reconocimiento legal. 

Artículo 113 . Funciones de los organismos de integración 

Los organismos de integración de las sociedades cooperativas podrán dedicarse 
a cualquier actividad lícita y complementaria a las actividades de sus integrantes 
y tendrán, entre otras, las siguientes funciones: 

I. Coordinar, representar y defender los intereses de sus integrantes ante las 
instituciones gubernamentales y ante cualquier otra persona física o jurídica; 

II. Fomentar la promoción, educación y formación cooperativa; 

III. Actuar como mediadores, conciliadores y árbitros en los conflictos que se 
presenten entre sus integrantes, entre las sociedades cooperativas y sus socios 
o entre las sociedades cooperativas y los mismos organismos de integración; 

IV. Prestar servicios de asesoría jurídica, técnica o económica; 

V. Prestar servicios de auditoría a sus integrantes; 

VI. Gestionar los apoyos de fomento cooperativo ante las instituciones 
gubernamentales y canalizarlos a sus integrantes; 

VII. Diseñar planes y programas con la finalidad de abatir costos, incidir en 
precios, obtener economías de escala y estructurar cadenas de producción y 
comercialización; 

VIII. Formulación, operación y evaluación de proyectos de inversión; 

IX. Apoyar la investigación sobre las materias que incidan en las actividades 
propias de su objeto; 

X. Asesorar a sus integrantes en la elaboración de sus libros sociales; 

XI. Promover la formación de nuevas sociedades cooperativas; 



 

 

XII. Poner a disposición de sus integrantes una lista de instituciones de 
asistencia técnica de las sociedades cooperativas; 

XIII. Participar en los procesos de liquidación de sus integrantes; 

XIV. Participar en la actualización permanente del Padrón Nacional 
Cooperativo, por medio de la recopilación de datos de sus integrantes; 

XV. Certificar los libros sociales de sus sociedades cooperativas integradas; 

XVI. Realizar en conjunto las actividades económicas en beneficio de sus 
integrantes; 

XVII. Producir y consumir bienes y servicios; 

XVIII. Celebrar todos los contratos necesarios para cumplir con sus 
actividades, y 

XIX. Participar en los organismos internacionales de integración cooperativa. 

Artículo 114. Constitución de organismos de integración 

Las Federaciones, Uniones y Confederaciones se constituirán por rama o sector 
de actividad económica o de actividades diversas, preferentemente por entidad 
federativa o región que comprenda uno o más estados de la República. 

Las federaciones podrán agrupar sociedades cooperativas de la misma rama de 
actividad económica. Las uniones podrán agrupar a sociedades de distintas 
ramas de la actividad económica. 

Las sociedades cooperativas se podrán agrupar libremente en federaciones, 
uniones o en cualquier otra figura asociativa con reconocimiento legal. Las 
disposiciones establecidas por esta Ley para las sociedades cooperativas, serán 
aplicables a los organismos cooperativos, salvo lo no compatible con su 
naturaleza. 

Las Confederaciones deberán constituirse por al menos diez federaciones y 
uniones de cooperativas –sin importar la proporción- y tener presencia en al 
menos diez entidades federativas. 



 

 

El Consejo Superior del Cooperativismo será el máximo organismo de 
integración del movimiento cooperativo nacional. Se constituirá con las 
confederaciones nacionales y con las instituciones y organismos de asistencia 
técnica al cooperativismo. 

La integración cooperativa estará inspirada por las garantías individuales, los 
valores y los principios cooperativos. 

Artículo 115. Denominación de los organismos de integración 

Los organismos de integración de las sociedades cooperativas deberán utilizar al 
principio de su denominación las palabras “Federación”, “Unión”, 
“Confederación” o “Consejo Superior del Cooperativismo”, según corresponda. 

Artículo 116. Constitución de los organismos de integración 

Los organismos de integración deberán constituirse conforme a esta Ley. 

Artículo 117. Bases constitutivas de los organismos de integración 

Las Bases Constitutivas de los organismos de integración deberán contener por 
lo menos, lo siguiente: 

I. Denominación; 

II. Domicilio social 

III. Objeto social 

IV. Nacionalidad 

V. Duración, la cual podrá ser indefinida; 

VI. Atribuciones a sus órganos, 

VII. Condiciones de admisión y permanencia de sus integrantes; 

VIII. Cuotas que deberán aportar los integrantes; 

IX. Derechos y obligaciones de sus integrantes; 



 

 

X. Formas de administración y dirección; 

XI. Procedimiento de solución de controversias, y 

XII. Las demás disposiciones necesarias para el buen funcionamiento del 
organismo de integración. 

Artículo 118. Votaciones de los organismos de integración 

Los organismos de integración podrán establecer un régimen de representación 
y voto proporcional o ponderado. Para ello, las Bases Constitutivas deberán 
establecer el régimen de representación y voto de la Asamblea General, que 
podrá ser proporcional al número de socios, al volumen de operaciones, a ambos 
o utilizar cualquier otro método de votación ponderada, a condición de asegurar 
la participación democrática de todos los socios e impedir el predominio de 
alguno de ellos, por lo que ningún socio podrá tener más de la tercera parte de 
los votos. El requisito para integrar al Consejo de Administración y al Consejo 
de Vigilancia es que deberán ser Directivos en funciones de la Cooperativa 
afiliada. 

Artículo 119. Instituciones de asistencia técnica 

Las instituciones que tengan entre su objeto social o actividades que desarrollen 
la prestación de servicios a las sociedades cooperativas podrán ser acreditadas 
por los organismos de integración como instituciones de asistencia técnica de 
los mismos y ser admitidas en los organismos de integración de las sociedades 
cooperativas, con voz, pero sin voto. 

Entre las actividades que desarrollen las instituciones que podrán ser 
consideradas como de asistencia técnica estarán: 

I. Asistencia técnica y asesoría económica, financiera, contable, fiscal, 
organizacional, administrativa, jurídica, tecnológica y en materia de 
comercialización; 

II. Capacitación y adiestramiento al personal directivo, administrativo y 
técnico; 

III. Formulación y evaluación de proyectos productivos, y 



 

 

IV. Elaboración de estudios e investigaciones sobre las sociedades 
cooperativas y sus actividades. 

Título IV  
Procedimiento en Controversias Cooperativas 

Capítulo I  
Procedimiento ante Autoridades Judiciales 

Artículo 120. Competencia 

Los Tribunales Federales conocerán de las controversias que se susciten con 
motivo de la aplicación de esta Ley, pero cuando dichas controversias sólo 
afecten intereses particulares, podrán conocer de ellas los tribunales de los 
Estados y de la Ciudad de México. 

Las acciones derivadas del cumplimiento de esta Ley que se ejerciten se 
fundarán, tramitarán y resolverán conforme a la misma, siendo supletorios los 
Códigos de Comercio y Federal de Procedimientos Civiles ante Tribunales 
Federales y la legislación común ante los Tribunales del orden común. 

Artículo 121. Competencia federal 

En todo juicio en que se impugne una constancia, anotación o inscripción en el 
registro, será parte el Instituto y sólo podrán conocer de él los tribunales 
federales. 

Artículo 122. Competencia penal 

Corresponde conocer a los Tribunales de la Federación de los delitos cometidos 
por incumplimiento a las disposiciones relacionados con el derecho cooperativo. 

Artículo 123. Denuncia de controversia 

Las autoridades judiciales darán a conocer al Instituto la iniciación de cualquier 
juicio en materia de derecho cooperativo. 

Asimismo, se enviará al Instituto una copia autorizada de todas las resoluciones 
firmes que modifiquen, graven, extingan o confirmen los derechos cooperativos. 



 

 

En vista de estos documentos se harán en el registro las anotaciones 
provisionales o definitivas que correspondan. 

Capítulo II  
Procedimiento de Conciliación 

Artículo 124. Procedimiento de conciliación 

Las personas que consideren que son afectados en alguno de los derechos 
protegidos por esta Ley, podrán optar entre hacer valer las acciones judiciales 
que les correspondan o solicitar la conciliación ante el Consejo Superior del 
Cooperativismo, para dirimir de manera amigable un conflicto surgido con 
motivo de la interpretación o aplicación de esta Ley. 

Artículo 125. Reglas de la conciliación 

El procedimiento de conciliación se tramitará en los términos previstos por el 
Código de Comercio: 

I. Iniciará con el escrito que presente ante el Consejo Superior del 
Cooperativismo, quien se considere afectado en sus derechos cooperativos y 
conexos; 

II. Con el escrito al que hace referencia el párrafo anterior, se dará vista a la 
parte en contra de la que se interpone, para que la conteste dentro de los diez 
días siguientes a la notificación; 

III. Se citará a las partes a una junta de conciliación dentro de los veinte días 
siguientes a la presentación de la queja; 

IV. En la junta respectiva se tratará de avenir a las partes para que lleguen a 
un arreglo, de aceptarlo ambas partes, el convenio firmado tendrá el carácter 
de cosa juzgada y título ejecutivo de acuerdo a la legislación correspondiente; 

V. Durante la junta de conciliación el Consejo Superior del Cooperativismo 
no podrá hacer determinación alguna sobre el fondo del asunto, pero si podrá 
participar activamente en la conciliación, y 



 

 

VI. En caso de no lograrse la avenencia, el Consejo Superior del 
Cooperativismo declarará salvo los derechos de las partes, para que los 
ejerciten ante la autoridad correspondiente. 

Las actuaciones dentro de este procedimiento tendrán el carácter de 
confidenciales. 

Capítulo Sexto  
Solución de Controversias Administrativas 

Artículo 126. Competencia 

Será competente el superior jerárquico de la autoridad responsable, para la 
solución de las controversias que se susciten con motivo de la aplicación en 
materia administrativa de la presente ley, de acuerdo a las siguientes 
disposiciones de las que será supletoria la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 

Artículo 127. Escrito de recurso 

Al escrito por el que se interponga el recurso deberá acompañarse el documento 
que acredite la personalidad del promovente y las pruebas que ofrezca, así como 
sendas copias del escrito inicial para la contraparte y el tercero interesado. 

Se prevendrá al promovente cuando hubiere omitido alguno de los requisitos a 
fin de que subsane dichas omisiones, apercibiéndole que en caso de no hacerlo 
en el plazo de tres días hábiles se desechará su inconformidad, salvo el caso de 
las pruebas, cuya omisión tendrá como consecuencia que se tengan por no 
ofrecidas. 

Artículo 128. Notificaciones 

Las notificaciones se harán: 

I. En forma personal, para el inconforme y el tercero interesado: 

a) La primera notificación y las prevenciones; 

b) Las resoluciones relativas a la suspensión del acto impugnado; 



 

 

c) La que admita la ampliación de la inconformidad; 

d) La resolución definitiva, y 

e) Los demás acuerdos o resoluciones que lo ameriten, a juicio de la 
autoridad instructora de la inconformidad; 

II. Por rotulón, que se fijará en lugar visible y de fácil acceso al público en 
general, en los casos no previstos en la fracción anterior, o bien, cuando no se 
haya señalado por el inconforme o tercero interesado domicilio ubicado en el 
lugar donde resida la autoridad que conoce de la inconformidad, y por oficio, 
aquéllas dirigidas a las autoridades. 

Artículo 129. Resoluciones 

Desahogadas las pruebas, se pondrán las actuaciones a disposición del 
inconforme y tercero interesado a efecto de que dentro del plazo de tres días 
hábiles formulen sus alegatos por escrito. 

Cerrada la instrucción, la autoridad que conozca de la inconformidad dictará la 
resolución en un término de quince días hábiles. 

La resolución contendrá: 

I. Los preceptos legales en que funde su competencia para resolver el asunto; 

II. La fijación clara y precisa del acto impugnado; 

III. El análisis de los motivos de inconformidad, para lo cual podrá corregir 
errores u omisiones del inconforme en la cita de los preceptos que estime 
violados, así como examinar en su conjunto los motivos de impugnación y 
demás razonamientos expresados por la contraparte y los terceros interesados, 
a fin de resolver la controversia efectivamente planteada, pero no podrá 
pronunciarse sobre cuestiones que no hayan sido expuestas por el 
promovente; 

IV. La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el 
procedimiento; 



 

 

V. Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye, y 

VI. Los puntos resolutivos que expresen claramente sus alcances y efectos, en 
congruencia con la parte considerativa, fijando cuando proceda las directrices 
para la reposición de actos decretados nulos o para la firma del contrato. 

Artículo 130. Contenido de las resoluciones 

La resolución que emita la autoridad podrá: 

I. Sobreseer en la instancia; 

II. Declarar fundada o infundada la inconformidad; 

III. Declarar que los motivos de inconformidad son operantes o inoperantes, 
para el acto impugnado para afectar su contenido; 

IV. Decretar la nulidad del acto impugnado, para efectos de su reposición, 
subsistiendo la validez del procedimiento o acto en la parte que no fue 
materia de la declaratoria de nulidad 

Cuando se determine que la inconformidad se promovió con el propósito de 
retrasar o entorpecer la contratación de créditos o en forma frívola, se 
sancionará al inconforme previo procedimiento. 

La resolución que ponga fin a la instancia de inconformidad o, en su caso, a la 
intervención de oficio podrá impugnarse por el inconforme o tercero interesado 
mediante el recurso de revisión previsto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, o bien, cuando proceda, ante las instancias jurisdiccionales 
competentes. 

Transitorios 

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley General de Sociedades Cooperativas publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 3 de agosto de 1994. 



 

 

Tercero. Los juicios que versen sobre materia cooperativa que se encuentren 
ventilándose a la entrada en vigor de la presente ley, se decidirán de acuerdo a 
las disposiciones que se abrogan hasta su total terminación, salvo que las partes 
acuerden por escrito acogerse al presente ordenamiento. 

Cuarto. Se establece un tiempo de treinta y seis meses a partir de la 
publicación de la presente ley para la elaboración de las disposiciones por el 
órgano regulador debiendo consultar al Consejo Superior del Cooperativismo, a 
las Confederaciones de Cooperativas, además de los organismos de 
representación nacional de Cooperativas. 

Quinto. Se derogan las demás disposiciones que se opongan al presente 
decreto. 

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados a 2 de 
octubre de 2018. 

Diputados: Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez Ruiz, Margarita 
García García, Claudia Domínguez Vázquez, Emilio Manzanilla Téllez 
(rúbricas). 


